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Esta situación afecta el flujo de efectivo y además la carga fiscal de la empresa, ya que la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta en el Título II de las personas morales, considera como ingresos acumulables los obtenidos en crédito (Art. 16 
LISR) y como momento de acumulación entre otras, cuando se expida el comprobante fiscal (Art. 17 fracción I, inciso 
a), aun cuando esta operación no haya sido efectivamente cobrada, por lo que, en ese orden de ideas y ante la falta de 
sensibilidad de las Autoridades de otorgar facilidades o estímulos fiscales que hagan más llevadera esta eventualidad, 
como los señala Thomas Sowell en su frase “No importa cuánto hablen los políticos de solidaridad: jamás la tienen 
para con los contribuyentes”, debemos buscar deducciones autorizadas explícitas en la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta, que eficientice la carga fiscal y fortalezca el capital de trabajo.

Ante esta nueva realidad, podemos tener cuentas por cobrar que en el mejor de los casos se recuperen de manera lenta 
o nula, por lo que ante este último escenario, debemos conocer los supuestos y requisitos para efectos de deducir las 
cuentas incobrables.

Definición de crédito
Es aquel derecho que tiene una persona llamada acreedora a recibir de otra deudora el cumplimiento de una obligación, 
derivada de alguna operación convenida (compraventa, prestación de servicios, arrendamiento, préstamos, etc.), la cual 
se extingue con el pago.

Deducción de créditos incobrables 
Las deducciones autorizadas son las partidas o conceptos que el legislador considera que intervienen en la disminución 
de los ingresos acumulables obtenidos por el contribuyente, con la finalidad de respetar el principio de proporcionalidad 
tributaria consagrado en el artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que 
atiende a la capacidad contributiva del sujeto pasivo. Dichas deducciones autorizadas están contempladas en el artículo 
25 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Introducción  
Sin lugar a duda, el año 2020 queda grabado en nuestra memoria por un hecho 
inédito e inimaginable a nivel mundial, la aparición y los efectos del coronavirus SARS-
COV2 (COVID-19). A finales del año pasado 2019, las empresas que elaboraron 
su presupuesto financiero y fiscal para el próximo ejercicio 2020, no contemplaron 
los efectos económicos de esta amenaza intangible que hoy estamos viviendo y 
padeciendo, ya que eran un tema hasta ese instante desconocido. Durante este año 
2020, muchas empresas empezaron a vivir momentos críticos, la disminución de 
sus ingresos por la falta de ventas o la prestación de servicios, la falta de pago de 
sus clientes, originando la pérdida de liquidez y como un efecto dominó, provocando 
también el atraso de los pagos de sus cuentas o en un plano radical el incumplimiento 
en su obligación de pago.
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Para la procedencia de la deducción de los créditos incobrables, será necesario cumplir con los requisitos y formalidades 
particulares señalados en el artículo 27, fracción XV de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Requisitos artículo 27, fracción XV de la LISR

Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título deberán reunir los siguientes requisitos:

…..
XV. Que en el caso de pérdidas por créditos incobrables, éstas se consideren realizadas 
en el mes en el que se consuma el plazo de prescripción que corresponda, o antes si fuera 
notoria la imposibilidad práctica de cobro.
……
(Énfasis añadido)

Para proceder a la deducción de la pérdida por créditos incobrables el contribuyente, deberá concretarse a cualquiera de 
los dos supuestos definidos, es decir:

La Prescripción
Prescripción es un medio de adquirir bienes o librarse de obligaciones, mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo 
las condiciones establecidas por la ley.  

Art. 1135 del Código Civil
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A fin de determinar este primer momento de deducción, es necesario conocer los plazos de los documentos que 
amparan una obligación de pago y consecuentemente determinar el primer momento de deducción.

Notoria imposibilidad práctica de cobro
El segundo momento es la notoria imposibilidad práctica de cobro, que se da cuando se quiere deducir antes de esperar 
la prescripción del documento. Para estos efectos la Ley del Impuesto Sobre la Renta establece algunas formas en que se 
configura la notoria imposibilidad practica de cobro, atendiendo al monto de créditos, los cuales a señalamos continuación:

Inciso a) Imposibilidad práctica de cobro menos de 30,000 UDIS

Para determinar la suerte principal que refiere la disposición, debe ser el importe sin incluir cargas financieras (intereses o 
comisiones) y considerando la suerte principal y no el importe del saldo insoluto.   

Inciso b) Imposibilidad práctica de cobro más de 30,000 UDIS
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Adicionalmente también los del inciso b) para proceder a deducir los créditos, también deberán cumplir como requisitos los 
señalados en el párrafo final del inciso a) de la fracción XV del articulo 27 de la LISR, es decir:

•	 El deudor debe ser contribuyente que realiza actividades empresariales y el acreedor debe informarle por escrito.
•	 Informar a más tardar el 15 de febrero de cada año los créditos incobrables que dedujeron en estos términos en el año 

de calendario inmediato anterior

Inciso c) Declaración de quiebra o concurso mercantil

Conclusiones
Es importante que el departamento de cuentas por cobrar tenga información actualizada de las cuentas por cobrar, con 
datos tales como: documento origen, fecha de origen, importe, plazo de crédito comercial, fecha en que cae en mora, para 
efectos de evaluar las dos modalidades: prescripción o notoria imposibilidad práctica de cobro.

Conocer los requisitos para la deducción de un crédito incobrable, para efectos de cumplir a cabalidad.
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PROPÓSITO DEL TRABAJO:
Analizar si el concepto de “UTILIDAD DISTRIBUIDA” determinada de conformidad con las fracciones I y II del artículo 78 
de la ley del ISR, en el caso del pago de reembolsos de capital a personas físicas debe considerarse como dividendos o 
utilidades percibidos por ellas en los términos del párrafo primero y segundo del artículo 140 de la LISR, y acreditable el 
impuesto pagado por la persona moral, conforme a lo dispuesto por el artículo 10 párrafo quinto fracciones I y II del mismo 
ordenamiento. 

AGENDA:
1.	 Conceptos de dividendos y distribución de utilidades.
2.	 Acreditamiento del ISR corporativo a cargo las personas morales que distribuyan dividendos o utilidades contra el ISR 

del ejercicio.
3.	 ISR a cargo de las personas morales residentes en México que reduzcan su capital.
4.	 Acumulación de dividendos o utilidades por las personas físicas.
5.	 Tasa adicional del 10% sobre dividendos o utilidades distribuidos a las personas físicas.
6.	 Conclusiones. 

1. CONCEPTOS DE DIVIDENDOS Y DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES:
Las sociedades mercantiles que reconoce la Ley General de Sociedades Mercantiles (LGSM) se pueden clasificar como 
sociedades de capitales y sociedades de personas; en las primeras, el acto por el cual se materializa la entrega de 
utilidades generadas por la sociedad se denomina “dividendos” y en las sociedades de personas dicho acto se denomina 
como “distribución de utilidades”.                                                            

Se acompaña tesis que define el concepto de dividendo

INTERPRETACIÓN DE LOS TRIBUNALES:
DIVIDENDOS. SU CONCEPTO DENTRO DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES. En las 
sociedades mercantiles constituidas en sociedad anónima, su capital social representa el monto 
de la inversión permanente de las personas que invierten en ella, éste se divide en acciones. Las 
acciones constituyen por tanto una parte alícuota del capital social y están representadas por 
títulos valor que otorgan a los accionistas, entre otros, derechos patrimoniales, que son los que 
confieren a los accionistas la prerrogativa de cobrar los rendimientos y de obtener el reembolso 
de su inversión con motivo de la disminución del capital o liquidación de la persona moral. Ese 
rendimiento se conoce como dividendo, que tiene como origen las ganancias generadas en la 
empresa, de operación o patrimoniales, que previamente o en el momento de su distribución 
habrían causado el impuesto sobre la renta. El dividendo viene a ser la cuota por acción que 
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de la utilidad distribuible tiene derecho a recibir el accionista, y se obtiene prorrateando 
el monto de los dividendos a distribuir entre el total de las acciones con derecho a esa 
distribución, según el acuerdo correspondiente de la asamblea general. (Época: Octava 
Época, Registro: 212569, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo XIII, mayo de 1994) 

2. ACREDITAMIENTO DEL ISR CORPORATIVO A CARGO LAS PERSONAS MORALES QUE DISTRIBUYAN 
DIVIDENDOS O UTILIDADES CONTRA EL ISR DEL EJERCICIO.
Artículo 10 LISR: 
En el párrafo quinto de este artículo se precisa que las personas morales que distribuyan dividendos o utilidades y como 
consecuencia de ello paguen el impuesto que establece ese artículo, pueden acreditarlo en los términos que establecen 
las fracciones I y II del mismo.

En la parte final del párrafo primero del artículo 10, se menciona que el impuesto correspondiente a las “utilidades 
distribuidas” a que se refiere el artículo 78 de LISR se calculará en los términos de dicho precepto. 
En mi opinión no procede el acreditamiento en virtud de que el ISR a pagar no corresponde al establecido en el artículo 10 
de la LISR.  

En el párrafo séptimo del artículo 10 se establece que las personas morales que paguen intereses a que se refieren los 
artículos 85 y 123 de la LGSM y a sus socios o accionistas en los términos de las fracciones I y II del artículo 140 de la LISR 
pagarán el impuesto a la tasa establecida en el artículo 9 de la presente Ley, teniendo el carácter de definitivo. 

En mi opinión no procede el acreditamiento en virtud de que el ISR a pagar no corresponde al establecido en el artículo 10 
de la LISR.  

3. ISR A CARGO DE LAS PERSONAS MORALES RESIDENTES EN MÉXICO QUE REDUZCAN SU CAPITAL.
En las fracciones I y II de artículo 78 de la LISR, se precisa el procedimiento para la determinación de la “utilidad distribuida 
gravable” y del pago del impuesto y se define que el sujeto obligado es la persona moral residente en México que reduzca 
su capital. 

A continuación, se presentan ejemplos:

A. Ejemplo del ISR a cargo de las personas morales residentes en México que reduzcan su capital en los términos del 
artículo 78 fracción I de la LISR.
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B. ISR a cargo de las personas morales residentes en México que reduzcan su capital en los términos del 
artículo 78 fracción II de la LISR.

C.	 Comentarios de los efectos fiscales para las personas morales residentes en México que reduzcan su capital.

a) En los ejemplos anteriores se puede observar que los procedimientos para la determinación de la utilidad 
distribuible para las fracciones I y II del artículo 78 son complementarios, sin embargo, los impuestos que se 
determinan en cada fracción son independientes.
b)	 La utilidad distribuida gravable conforme a la fracción II es la diferencia entre el capital contable actualizado 
y la CUCA (menos la utilidad distribuida en la fracción I percibida por el socio o accionista); su finalidad es lograr 
que en el caso de reducciones de capital, se pague impuesto por las utilidades contables que no hayan pagado ISR 
y para evitar un doble impuesto, en la CUCA se considerará como capital aportado la utilidad distribuida gravable 
determinada conforme al  artículo 78 fracción II. 
c)	 Por los conceptos de “utilidad distribuida” a que se refiere el artículo 78 fracción II de la LISR, los socios o 
accionistas de la persona moral no reciben cantidad alguna, ya que es un procedimiento para determinar el ISR a 
cargo de la persona moral por las utilidades contables que aún no han pagado impuesto.

4. ACUMULACIÓN DE DIVIDENDOS O UTILIDADES POR LAS PERSONAS FÍSICAS.

El artículo 140 de la LISR regula los ingresos que obtienen las personas físicas por concepto de dividendos y en general 
por las ganancias distribuidas por las personas morales. 

El primer párrafo del artículo mencionado establece que “las personas físicas deberán acumular a sus demás ingresos, 
los percibidos por dividendos o utilidades. Dichas personas podrán acreditar, contra el impuesto que se determine en su 
declaración anual, el ISR pagado por la sociedad que distribuyó dichos dividendos o utilidades, siempre que considere 
como ingreso acumulable, además del dividendo o utilidad percibido, el monto del impuesto sobre la renta pagado por 
dicha sociedad correspondiente al dividendo o utilidad percibido y además cuenten con la constancia y el comprobante 
fiscal a que se refiere la fracción XI del artículo 76 de esta Ley. Para estos efectos, el impuesto pagado por la sociedad se 
determinará aplicando la tasa del artículo 9 de esta Ley, al resultado de multiplicar el dividendo o utilidad percibido por el 
factor de 1.4286”.  

5. TASA ADICIONAL DEL 10% SOBRE DIVIDENDOS O UTILIDADES DISTRIBUIDOS A LAS PERSONAS FÍSICAS.
Como parte de las modificaciones sufridas por la LISR en el año de 2014, en el artículo 140 segundo párrafo se estableció 
la tasa adicional del 10% sobre dividendos o utilidades distribuidos por las personas morales a las personas físicas, tema 
del que se hacen las siguientes acotaciones:  
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a) Como antecedente de este impuesto tenemos el dictamen de aprobación determinado por las Comisiones Unidas de 
Hacienda y Crédito Público y de Estudios legislativos de la Cámara de Senadores con relación al Proyecto de Decreto 
por el que se Reforman, Adicionan y Derogan diversas disposiciones para el año 2014, que en los dos primeros párrafos 
de la resolución VIGÉSIMA TERCERA de su minuta relativa al Impuesto Sobre la Renta, determina lo siguiente:

VIGÉSIMA TERCERA. Estas Comisiones Unidas coinciden con la propuesta de establecer un 
nuevo gravamen, con una tasa del 10% a los dividendos o utilidades que las personas 
morales residentes en México distribuyen a las personas físicas residentes en México 
y a los residentes en el extranjero. En este sentido, se concuerda con las modificaciones 
realizadas a los títulos de personas físicas y residentes en el extranjero. También se apoya 
la propuesta que obliga a las personas morales residentes en México a realizar la retención 
correspondiente de dicho gravamen.

Adicionalmente, se considera adecuada la propuesta de establecer este mismo tributo a la 
distribución de dividendos, utilidades, reembolsos o remesas que realizan los establecimientos 
permanentes a sus oficinas centrales u otros establecimientos permanentes del residente en el 
extranjero.

De la lectura de la resolución VIGÉSIMA TERCERA se puede concluir que el nuevo gravamen del 10% aplica para las 
personas físicas residentes en México tratándose de dividendos o utilidades que las personas morales residentes en 
México les distribuyen y para el caso de los residentes en el extranjero cuando se esté en los supuestos de distribución de 
dividendos, utilidades, reembolsos o remesas

b) El criterio normativo 63/ISR/N publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2020 que forma parte 
del anexo 7 de la Resolución Miscelánea para 2020, se refiere al momento en que se considera percibido un dividendo 
o utilidad distribuido mediante la entrega de acciones de la misma persona moral para fines de la acumulación a los 
demás ingresos de las personas físicas y la aplicación del impuesto adicional del 10% a que se refieren los párrafos 
primero y segundo del artículo 140, respectivamente, señalando que el dividendo o utilidad distribuido se entenderá 
percibido en el año de calendario en que se pague el reembolso por reducción de capital o por liquidación de la 
persona moral de que se trate, en los términos del artículo 78 de dicha Ley. Este criterio se refiere al diferimiento de 
la percepción del dividendo hasta el momento en que ocurra el reembolso de capital por la persona moral, no hace 
referencia ningún otro supuesto de reembolso de capital de la persona moral.

c) El párrafo segundo del artículo 140 de la LISR hace referencia a los “dividendos o utilidades distribuidos” por las 
personas morales residentes en México, en tanto que el artículo 78 en sus fracciones I y II se refiere a la “utilidad 
distribuida gravable” que resulta de una reducción de capital y no de un decreto de dividendos o distribución de 
utilidades, como apoyo, se sugiere revisar el contenido de la tesis de jurisprudencia registro: 2012410, décima época 
de los Tribunales Colegiados de Circuito: Libro 33, agosto de 2016, Tomo IV, Materia(s): Común, Administrativa, Tesis: 
V.3o.P.A. J/5 (10a.), Página: 2465. 

6. CONCLUSIONES:

a) En el primer párrafo del artículo 10 de la LISR se aprecia una clara distinción en el uso y aplicación de los conceptos 
de “dividendos o utilidades” y de “utilidades distribuidas” quedando claro que el primer concepto aplica para el caso en 
que las personas morales que distribuyan “dividendos o utilidades” y el segundo concepto para cuando se calcule el 
impuesto en los términos del artículo 78 de la LISR (reducción de capital).
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b) El artículo 140 en su párrafos primero y segundo de la LISR establecen, respectivamente, que las personas físicas 
deberán acumular a sus demás ingresos, los percibidos por “dividendos o utilidades” y que dichos pagos están sujetos 
a una tasa adicional del 10%. En mi opinión los conceptos de ingresos mencionados son los que se obtienen de la 
distribución de dividendos o utilidades por una persona moral a sus socios o accionistas mediante la celebración anual 
de su asamblea ordinaria y no de la “utilidad distribuida” conforme a las fracciones I y II del artículo 78. Es un apoyo a 
mi opinión la tesis de jurisprudencia 2012410 antes citada y la diferenciación de los conceptos gravables que se aprecia 
en la lectura de los artículos 140 primer y segundo párrafos y 164 (residentes en el extranjero) de la LISR.

c)	 El párrafo segundo del artículo 10 de la LISR establece que el momento en que se considerarán percibidos los 
“dividendos o utilidades” distribuidos mediante la entrega de acciones de la misma persona moral para fines de la 
acumulación en su declaración anual a los demás ingresos de las personas físicas y la aplicación del impuesto adicional 
del 10% a que se refieren los párrafos primero y segundo del artículo 140, será el año de calendario en que se pague el 
reembolso por reducción de capital o por liquidación de la persona moral de que se trate Lo anterior se corrobora con 
el contenido del criterio normativo 63/ISR/N publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2020 que 
forma parte del anexo 7 de la Resolución Miscelánea para 2020.

d)	 El párrafo quinto del artículo 10 de la LISR señala que cuando los contribuyentes a que se refiere este artículo 
distribuyan dividendos o utilidades y como consecuencia de ello paguen el ISR podrán acreditarlo conforme a la 
mecánica establecida en dicha fracción. En mi opinión no será acreditable el ISR pagado por la persona moral por las 
“utilidades distribuidas” mediante reembolsos de capital a que se refieren las fracciones I y II del artículo 78 de la LISR, 
por ser un impuesto que se calcula conforme a las reglas del referido artículo 78 y no las del artículo 10 de esta ley.

e)	 Es importante mencionar que existen criterios que difieren con el resultado de este trabajo, y que consideran que la 
“utilidad distribuida” determinada conforme a las fracciones I y II del artículo 78 de la LISR, debe tratarse como sigue:

• Que las personas físicas deben acumularla a sus demás ingresos como dividendos o utilidades percibidos (artículo 
140 párrafo primero de la LISR).
• Que las personas morales deben efectuar la retención del 10% a las personas físicas nacionales, cuando se 
determine “utilidad distribuida” conforme a las fracciones I y II del artículo 78 del mismo ordenamiento (artículo 140 
párrafo primero de la LISR).
• Que procede el acreditamiento del ISR pagado por la persona moral respecto de la “utilidad distribuida” determinada 
conforme a las fracciones I y II del artículo 78 del mismo ordenamiento, en aplicación del artículo 10 párrafo quinto, 
fracciones I y II, todos de la LISR.

Por ser un tema controvertido, sugiero revisar con sus asesores jurídicos las conclusiones de este trabajo.



Autor:
LCP. Braulio Martínez Gutiérrez
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El envío de la contabilidad electrónica es una obligación que entró en vigor a partir del 1 de Julio de 2014 y dependiendo 
del régimen en el que tributas existen diferentes reglas que ha emitido la autoridad que pudieran facilitarte o exentarte 
de cumplir con esta obligación, por lo que es muy importante tener identificado estas reglas y saber plenamente en qué 
situación nos encontramos para saber si podemos hacer uso de estas facilidades.

Para empezar el Código Fiscal de la Federación (CFF) en su artículo 28 nos establece la obligación de llevar contabilidad 
cuando las leyes así lo establezcan como es el caso de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA), Ley del Impuesto 
Sobre la Renta (LISR) y la Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios (LIEPS).

La regla 2.8.1.5 de la Resolución Miscelánea Fiscal (RMF) nos proporciona la primera facilidad, menciona lo siguiente:

“… Para los efectos del artículo 28, fracción III del CFF, los contribuyentes del RIF, así como 
los contribuyentes a que se refiere el artículo 110, fracción II, primer párrafo de la Ley del 
ISR, cuyos ingresos del ejercicio de que se trate no excedan de $2’000,000.00 (dos millones 
de pesos 00/100 M.N.), deberán ingresar a la aplicación electrónica “Mis cuentas”, disponible 
a través del Portal del SAT, para lo cual, deberán utilizar su clave en el RFC y Contraseña. 
Asimismo, los contribuyentes a que se refiere el artículo 74, fracción III de la Ley del ISR que 
hubieren percibido en el ejercicio inmediato anterior ingresos en una cantidad igual o menor 
a $4’000,000.00 (cuatro millones de pesos 00/100 M.N.) o que se inscriban en el RFC, en el 
ejercicio de 2020 y estimen que sus ingresos no rebasarán la citada cantidad, así como las 
Asociaciones Religiosas del Título III de la Ley del ISR podrán optar por utilizar la aplicación de 
referencia…”

Esta regla otorga la facilidad de llevar la contabilidad mediante la aplicación electrónica de “Mis cuentas”, aunque esto al 
parecer no se trata de una opción, es una obligación para los contribuyentes personas físicas con actividad empresarial y 
profesional que no excedan de los 2 millones de pesos, así como para los contribuyentes del RIF, caso contrario para los 
que se encuentran en el régimen del sector primario y para las Asociaciones Religiosas que no excedan sus ingresos de 4 
millones es solamente una opción, por lo que si se quiere llevar la contabilidad a través de “Mis cuentas” es muy importante 
que se presente el aviso en tiempo y forma mediante un caso de aclaración en el portal del SAT como lo establece la 
siguiente regla 2.8.1.17 de la RMF:
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“… Para efectos del artículo 28, fracciones III y IV del CFF, los contribuyentes a que se refiere 
el artículo 74, fracción III de la Ley del ISR, así como las Asociaciones Religiosas que opten 
por utilizar la herramienta electrónica “Mis cuentas”, conforme a la regla 2.8.1.5., para estar 
exceptuadas de llevar e ingresar de forma mensual su contabilidad electrónica a través del 
Portal del SAT, en términos de las reglas 2.8.1.6. y 2.8.1.7., deberán ejercer dicha opción a 
través de la presentación de un caso de aclaración en el Portal del SAT.

El caso de aclaración a que se refiere el primer párrafo de esta regla deberá presentarse a más 
tardar el último día del mes de febrero, en caso de que los contribuyentes se inscriban, reanuden 
actividades o actualicen actividades económicas y obligaciones en el RFC con posterioridad a 
dicha fecha, deberán presentar el caso de aclaración dentro del mes siguiente contado a partir 
de la fecha en que realicen su inscripción, reanudación o actualización en el RFC…”

Estas facilidades son en cuanto a la obligación que establece el CFF de llevar contabilidad electrónica, pero el otro punto 
que hay que tener en cuenta es la obligación de enviar la contabilidad electrónica de forma mensual para los cuales 
contamos con la regla 2.8.1.21 la cual nos señala lo siguiente:

“… Las personas físicas que tributen conforme a la Sección I, Capítulo II y Capítulo III del Título 
IV de la Ley de ISR, cuyos ingresos totales del ejercicio inmediato anterior no hubieran excedido 
de 4 millones de pesos o que inicien actividades en el ejercicio y estimen que sus ingresos 
obtenidos en el mismo no excederán de la cantidad señalada, quedarán relevados de cumplir 
con las siguientes obligaciones:

I. Enviar la contabilidad electrónica e ingresar de forma mensual su información contable en 
términos de lo señalado en el artículo 28 del CFF.

II. Presentar la Información de Operaciones con Terceros (DIOT) a que se refiere el artículo 32, 
fracción VIII de la Ley del IVA …”

Esta regla nos releva de enviar la contabilidad electrónica de forma mensual para los contribuyentes cuyos ingresos del 
ejercicio inmediato anterior no excedan de 4 millones, esto aplica para las personas físicas que están en el régimen de 
actividad empresarial y profesional, y para los que están en el régimen de arrendamiento.

En resumen, las personas físicas con actividad empresarial y profesional con ingresos menores a 4 millones de pesos 
no están obligados a enviar la contabilidad electrónica de forma mensual, pero si sus ingresos son mayores a 2 millones 
y menores a 4 millones pese a estar relevados de enviar la contabilidad electrónica de forma mensual si cuentan con la 
obligación de llevar un registro de su contabilidad como lo establece el CFF en su artículo 28.

Por otra parte, las personas físicas con arrendamiento de bienes inmuebles cuyos ingresos no excedan de 4 millones 
no están obligados a enviar contabilidad electrónica, más sin embargo tiene la obligación de llevar contabilidad como lo 
establece el art.28 del CFF.

Es muy importante cumplir en tiempo y forma con el envío de la contabilidad electrónica para evitar multas por parte de la 
autoridad, e incluso evitar que nos suspendan temporalmente el uso de los sellos digitales y con ello no poder facturar, ya 
que en la mayoría de las empresas esto sería un fuerte impacto para su operación. La suspensión de sellos digitales se 
encuentra fundamentado en el art. 17 H bis del CFF que dice los siguiente:

“… Tratándose de certificados de sello digital para la expedición de comprobantes fiscales 
digitales por Internet, previo a que se dejen sin efectos los referidos certificados, las autoridades 
fiscales podrán restringir temporalmente el uso de los mismos cuando:
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IX. Detecten la comisión de una o más de las conductas infractoras previstas en los artículos 
79, 81 y 83 de este ordenamiento, y la conducta sea realizada por el contribuyente titular del 
certificado de sello digital …”

Y en el artículo 81 del CFF menciona lo siguiente:

“… Son infracciones relacionadas con la obligación de pago de las contribuciones; de 
presentación de declaraciones, solicitudes, documentación, avisos, información o expedición 
de constancias, y del ingreso de información a través de la página de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria: 

XLI. No ingresar la información contable a través de la página de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria estando obligado a ello; ingresarla fuera de los plazos establecidos 
en las disposiciones fiscales, o bien, no ingresarla de conformidad con las reglas de carácter 
general previstas en el artículo 28, fracción IV del Código, así como ingresarla con alteraciones 
que impidan su lectura …”

En conclusión, es muy importante tener identificado en que casos les aplica a los contribuyentes llevar su contabilidad 
electrónica por medio de “mis cuentas” y en qué casos tendrían que tener un sistema propio para para poder cumplir de 
forma correcta con los requisitos que establece la ley, y de la misma forma identificar los supuestos en el que la ley te obliga 
a enviar tu contabilidad electrónica de forma mensual, para poder presentarla en tiempo y forma y así evitar sanciones por 
parte de la autoridad así como la suspensión temporal de los sellos digitales y verse afectados en las operaciones de la 
empresa.
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El modelo de las tres líneas de defensa nace con la intención de proporcionar una base solida en el control y la gestión 
de riesgos de las organizaciones, estructurando procesos eficaces que permitan alcanzar los objetivos de las mismas, así 
también, brindando un apoyo importante a los órganos de gobierno. 

Por tal motivo, el modelo de las tres líneas de defensa se convierte en un marco valioso que describe las funciones clave 
para asegurar una gestión eficaz del riesgo dentro de una organización y la importancia para cumplir con su posición y 
función en la estructura del gobierno corporativo. Este modelo (las tres líneas de defensa) promueve la propiedad de 
riesgos y una cultura de gestión de riesgos mas sólida a las que se elimina la ineficiencia, las brechas y las duplicidades 
que, frecuentemente se generan en la gestión del riesgo y el cumplimiento por múltiples funciones.

El nuevo modelo busca reflejar la realidad actual de la organización considerando un contexto mas amplio del gobierno 
corporativo, éxito organizacional y creación de valor al interior de la misma. Así también, este nuevo modelo ayuda a las 
organizaciones a identificar estructuras y procesos que ayuden de la mejor manera a alcanzar los objetivos y faciliten un 
gobierno sólido y una eficiente gestión de riesgos. El modelo es aplicable a todas las organizaciones y se optimiza de la 
siguiente manera:

•	 Adoptando un enfoque basado en principios y adaptando el modelo a los objetivos y circunstancias de la organización.
•	 Centrarse en la contribución de la gestión de riesgos a la obtención de objetivos y la creación de valor, así como en 

cuestiones de defensa y protección de valor.
•	 Comprensión clara de los roles y responsabilidades representados en el modelo y las relaciones entre ellas.
•	 Aplicación de medidas para garantizar que las actividades y los objetivos estén en concordancia con los intereses 

prioritarios de las partes interesadas.
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Gobierno. El gobierno de una organización requiere estructuras y procesos que permitan:

•	 Rendición de cuentas por parte de un órgano de gobierno a las partes interesadas para la supervisión de la organización 
a través de la integridad, el liderazgo y transparencia.

•	 Acciones por parte de la dirección para lograr los objetivos de la organización a través de la toma de decisiones basada 
en el riesgo y la aplicación de recursos.

•	 Aseguramiento y asesoramiento por parte de un rol de auditoría interna independiente para proporcionar claridad y 
confianza y para promover y facilitar la mejora continua a través de la investigación rigurosa y una comunicación eficaz.

Roles del órgano de Gobierno. El órgano de Gobierno asegura que se han establecido estructuras y procesos adecuados 
para un gobierno eficaz. Y que, los objetivos y actividades de la organización están alineados con los intereses prioritarios 
de las partes interesadas. Delega la responsabilidad y proporciona recursos a la dirección para alcanzar los objetivos de la 
organización mientras que asegura que se cumplan las expectativas legales, regulatorias y éticas. Establece y supervisa 
un rol de auditoría interna independiente, objetiva y competente para proporcionar claridad y confianza en el progreso hacia 
el logro de los objetivos.

Dirección y roles de primera y segunda línea. La responsabilidad de la dirección de alcanzar los objetivos organizativos 
comprende tanto los roles de primera como las de segunda línea. Los roles de primera línea se alinean mas directamente 
con la entrega de productos y/o servicios a clientes de la organización, incluyendo los roles de soporte. Los roles de 
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segunda línea proporcionan asistencia en la gestión del riesgo. Los roles de segunda línea pueden centrarse en objetivos 
específicos de la gestión de riesgos, tales como: el cumplimiento de leyes, regulaciones y comportamiento ético aceptable; 
el control interno; la seguridad de la información y la tecnología; la sustentabilidad; y el aseguramiento de la calidad. 
Algunos roles de segunda línea pueden ser asignados a especialistas para proporcionar experiencia adicional, apoyo, 
monitoreo y cuestionar a aquellos con roles de primera línea. Como alternativa, los roles de segunda línea pueden abarcar 
una responsabilidad mas amplia en la gestión de riesgos. 

Roles de la tercera línea. Esta recae en la responsabilidad del auditor interno. Es decir, en la suma de una aplicación 
competente de procesos sistemáticos y disciplinados, experiencia y percepciones; aunado a informes recurrentes de 
conclusiones a la gerencia y al órgano de gobierno para promover y facilitar la mejora continua. Lo anterior da como 
resultado una opinión independiente y objetiva por parte del auditor interno sobre la adecuación y eficacia del gobierno y 
la gestión de riesgos.

Independencia de la tercera línea. La independencia de la auditoría interna de las responsabilidades de la gerencia es 
fundamental para su objetividad mediante:

•	 La rendición de cuentas ante el órgano de gobierno.
•	 Acceso sin restricciones a las personas, los recursos y los datos necesarios para completar su trabajo.
•	 Ausencia de prejuicios o interferencias en la planificación y prestación de servicios de auditoría.
•	 Cumplimiento del principio de independencia.

Creación y protección de valor. Todos los roles que trabajan juntos contribuyen colectivamente a la creación y protección 
de valor cuando están alineadas entre sí y con los intereses prioritarios de las partes interesadas. La alineación de las 
actividades se logra mediante la comunicación, la cooperación y la colaboración. Esto asegura la fiabilidad y coherencia de 
la información necesaria para la toma de decisiones basada en el riesgo.
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CONCLUSIONES

•	 El modelo es más efectivo cuando se adapta para ajustarse a los objetivos y circunstancias de la organización. 

•	 La forma en que se estructura una organización y la forma en que se asignan los roles son cuestiones que deben 
determinar la dirección y el órgano de gobierno. 

•	 El órgano de gobierno podrá establecer comités que supervisen aspectos concretos de su responsabilidad, como la 
auditoría, el riesgo, las finanzas, la planificación y la compensación. 

•	 El nuevo modelo de las tres líneas no es mandatorio y es lo suficientemente flexible para dar cabida a los requerimientos 
y dinámicas de la organización.

•	 El órgano de gobierno, la dirección y la auditoría interna tienen distintos roles y responsabilidades, pero todas las 
actividades deben estar alineadas con los objetivos de la organización.

•	 El verdadero reto para todas las organizaciones será el de aplicar y adaptar el modelo de las tres líneas en sus 
necesidades y prioridades.
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Componentes del Modelo de Prevención y Control.
Existen Organismos internacionales como la Organización de Naciones Unidas - ONU, Grupo de Acción financiera 
Internacional - GAFI, entre otras, que están trabajando fuertemente a nivel mundial en la lucha contra operaciones criminales, 
como el lavado de dinero, financiamiento al terrorismo. Esto ha implicado que los gobiernos de los países integrantes, 
para fortalecer dicha lucha, estén implementado dentro de sus sistemas jurídicos nuevas legislaciones para supervisar 
su cumplimiento y llevando a cabo intercambio de información atendiendo recomendaciones de dichos organismos. En 
México, por ejemplo, el sistema financiero cuenta con una madurez importante en este sentido, y poco a poco se está 
fortaleciendo en los demás sectores sujetos obligados.

En el marco del combate al delito de lavado de dinero, el Estado ha impuesto al sistema financiero y a los sectores 
clasificados como actividades vulnerables, la obligación de reportar operaciones sospechosas. Estas tareas que en 
principio corresponden al Estado, se la ha desplazado a los particulares. Por ejemplo, dentro del marco legislativo de Chile, 
en la Ley 20393 prevención de delitos, la persona jurídica tiene un deber de cumplimiento de evitar que en el seno de ella 
se cometan toda clase de delitos.

La obligación de contar dentro del seno de las entidades, con mecanismos internos de prevención delictiva tiene su origen 
en diversas actualizaciones legislativas que fueron integradas en los últimos años al Sistema Penal Nacional. 
Entre las más relevantes destaca que el 5 de marzo del 2014, al expedirse el Código Nacional de Procedimientos Penales, 
el Estado mexicano incorporó un nuevo procedimiento especial de responsabilidad penal para las personas jurídicas 
(artículo 421). El 17 de junio del 2016, se publicaron reformas a este procedimiento y se incorporó al Código Penal Federal 
(el párrafo último del artículo 11 BIS) el listado de los delitos que pueden ser cometidos por las personas jurídicas, cuando 
incumplan con el debido control en su organización. 
Las personas jurídicas serán penalmente responsables por los delitos cometidos:

•	 En su nombre, por su cuenta, en su beneficio o a través de los medios que ellas proporcionen.
•	 Cuando se haya determinado que la comisión del delito ha sido facilitada por la inobservancia del debido control en su 

organización.

Estas reformas consolidan el deber empresarial de prevenir, detectar, mitigar y controlar los riesgos penales asociados 
a sus actividades cotidianas, mediante la adopción de modelos de organización y gestión que resulten eficaces en el 
desarrollo de su operación.

CONTENIDO DEL MODELO DE PREVENCIÓN Y CONTROL
El modelo de prevención y control debe contener una descripción de los elementos clave, tanto humanos como organizativos 
y documentales, que la empresa aplica para evitar que se produzcan infracciones de la ley y, en especial actos que puedan 
estar tipificados como delito en el Código Penal.

El objetivo prioritario es que todos los niveles de la empresa velen por la aplicación real y efectiva de las medidas de 
prevención y control previstas en el modelo, de manera que este sistema de autorregulación consiga la eliminación de 
comportamientos que puedan poner en riesgo la reputación en el mercado y los activos materiales e inmateriales de la 
empresa y de sus componentes.

Elementos Básicos del Modelo de Prevención y Control

IMAGEN 1 Elementos Básicos del Modelo de Prevención y Control
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ACTUALIZACIÓN DEL MODELO PREVENCIÓN Y CONTROL
El contenido del modelo deberá ser adaptado a las tendencias jurisprudenciales y a las modificaciones que sufra el Código 
Penal en relación con los requisitos de prevención y control que se exijan en materia de responsabilidad penal.

También deberá ser adaptado en los siguientes casos:
1.	 Cuando se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones.
2.	 Cuando se produzcan cambios en la organización, en la estructura de control o en la actividad desarrollada por la 

empresa.

REQUISITO DE IDONEIDAD DEL MODELO PREVENCIÓN Y CONTROL
Debe cumplir con el requisito para conseguir la exención de la responsabilidad penal de la persona jurídica, que ésta 
haya adoptado y ejecutado con eficacia un modelo de organización y gestión que incluya medidas de vigilancia y control 
idoneidad.

Ello significa que corresponde a la empresa demostrar que las medidas adoptadas son idóneas para prevenir y detectar la 
comisión de los delitos que se intentan prevenir.

1.	 Adaptado a la tipología de delitos con mayor probabilidad de comisión en la empresa.
2.	 Robusto, es decir, que no pueda ser sorteado o neutralizado fácilmente.
3.	 Debidamente auditado.
4.	 No copiado de otra empresa, ya que entonces no se adaptará a la actividad de la empresa.
5.	 Apoyado en aplicaciones informáticas que controlen los procesos internos de negocio.
6.	 Con capacidad preventiva que posibilite la detección de delitos.
7.	 Mediante canales de denuncia que garanticen la confidencialidad y eliminen el riesgo de represalias.

REQUISITO DE EFICACIA DEL MODELO PREVENCIÓN Y CONTROL
Debe cumplir con el requisito para conseguir la exención de la responsabilidad penal de la persona jurídica, que ésta haya 
adoptado y ejecutado con eficacia un modelo de organización y gestión que incluya medidas de vigilancia y control eficacia. 
Ello significa que corresponde a la empresa demostrar que no se ha limitado a establecer un modelo teórico de prevención 
y control, y que éste ha sido aplicado realmente y ha sido efectivo en la prevención y detección de incumplimientos. 



26BOLETÍN
TÉCNICO

1.	 No planteado como mero salvo conducto o seguro para conseguir la impunidad de la empresa.
2.	 Orientado a la implantación de una verdadera cultura de cumplimiento en la empresa.
3.	 No basado exclusivamente en certificaciones de empresas o asociaciones, ya que no acreditan la eficacia del programa.
4.	 Apoyado de forma inequívoca por la alta dirección, ejemplificando una cultura de cumplimiento y sin tolerar el 

incumplimiento.
5.	 Que exija altos estándares éticos en la contratación y promoción de directivos y empleados
6.	 Se valorarán las actuaciones llevadas a cabo por la empresa tras la comisión del delito
7.	 Será muy relevante la adopción de medidas disciplinarias y la inmediata revisión del programa.
8.	 Se valorará de forma negativa el retraso en la denuncia, la ocultación del delito y la actitud no colaboradora con la 

justicia.

FALSAS APARIENCIAS DE CONTROL

ESTRUCTURA DEL MODELO DE PREVENCIÓN Y CONTROL

1.	 Código ético
El código ético constituye el instrumento normativo de mayor nivel en la estructura normativa de la empresa. 

Contiene los principios éticos que la empresa aplica en todos los ámbitos de su actividad. 

Representa el compromiso de la empresa con el cumplimiento de las leyes y de los valores éticos que en ellas se 
defienden. 

El código ético debe contener un sistema disciplinario, o remitirse al del convenio colectivo, que será aplicable en el 
caso de que se produzca una infracción de los principios éticos contenidos en el mismo. 

2.	 Estructura normativa.
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3.	 Estructura de control.
La delegación debe tener un alcance suficiente para la finalidad de acercar la actividad de control al lugar donde se 
encuentra el riesgo. 
Debe comportar la cesión de deberes de vigilancia y control. 
El resultado de la delegación debe ser la creación de un nuevo garante. 
No debe ser un mero instrumento para la creación de cortafuegos. 
No debe incluir las funciones indelegables de la Ley General de Sociedades de Mercantiles. 

4.	 Protocolo de toma de decisiones.

5.	 Modelo de gestión de los recursos financieros.
La organización debe disponer de controles en los procesos de gestión de sus recursos financieros que contribuyan a 
prevenir, detectar o gestionar riesgos penales de manera temprana. 

Ejemplos de controles financieros:

i) Política de segregación de funciones 
ii) Niveles escalonados de autoridad para la gestión de los recursos financieros 
iii) Circuito de aprobaciones necesarias para la gestión de los recursos financieros 
iv) Firmas mancomunadas
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v) Documentación de justificación de los pagos 
vi) Restricción del uso de efectivo 
vii) Sistemas de control de riesgos en el proceso de emisión de información financiera 
viii) Revisiones periódicas y auditorías financieras 

La organización debe implementar aquellos controles no financieros que resulten adecuados para impedir la comisión de 
delitos en el seno de su actividad. 

Ejemplos de controles financieros:

i) Control sobre las compras 
ii) Control sobre las operaciones 
iii) Control sobre la comercialización 
iv) Control sobre otros procesos 

6.	 Canal ético.
El Canal Ético es una herramienta de comunicación que permite la prevención, detección, investigación y resolución de 
cualquier situación de incumplimiento de la ley, el Código Ético o las normas internas mediante la comunicación, por 
parte de los trabajadores, de situaciones de riesgo o de incumplimiento.

Al ubicar este elemento en el contexto del modelo de prevención y control se aprecia su sentido y la importancia de su 
aceptación y uso por parte de los trabajadores para la obtención del máximo rendimiento del sistema en su conjunto.
De acuerdo con las estadísticas, el canal ético es el medio más habitual para conocer una situación de incumplimiento en 
la empresa.

7.	 Cultura de cumplimiento
El desarrollo de una cultura de compliance exige que el órgano de gobierno y la alta dirección tengan un compromiso 
visible, consistente y sostenido en el tiempo con un estándar común y publicado de comportamiento que se requiera en 
todas y cada una de las áreas de la organización, así ́como a sus socios de negocio.

8.	 Sistema disciplinario.
Los modelos de organización y gestión exigidos para conseguir la exención de la responsabilidad penal corporativa 
establecerán un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el incumplimiento de las medidas que establezca 
el modelo. 

Las ventajas de la coordinación del sistema disciplinario con RRHH son las siguientes: 

•	 Respeto de las competencias de RRHH. 
•	 Eliminación de conflictos de competencias. 
•	 Aprovechamiento de la experiencia de RRHH en materia de sanciones. 
•	 Mayor conocimiento de la cultura de la empresa en materia de sanciones. 
•	 Mejor gestión de situaciones de rechazo de las sanciones. 

Una de las pruebas de la eficacia será la sanción, ya que demuestra que: 

•	 El modelo detecta las infracciones. 
•	 No hay tolerancia. 
•	 No hay compliance cosmético. 
•	 La empresa aplica el sistema disciplinario. 
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9.	 Mapa de riesgos y de controles.
El modelo de prevención y control debe ser diseñado a partir de los riesgos que se detecten en la empresa. La identificación 
de estos riesgos es el punto de partida para la articulación de un sistema de gestión que permita lograr la prevención y 
el control de riesgos deseados.

Tras la identificación de los riesgos que afectan a la actividad habitual de la empresa, es necesario valorar la probabilidad 
y el impacto en el negocio. Para ello será necesaria la colaboración rigurosa de profesionales en las disciplinas de estudio 
afectadas con el fin de elaborar, de la manera más exacta posible, un mapa de riesgos que permita, de un simple vistazo, 
comprender la situación de la empresa y saber cuáles son aquellos aspectos en los que ésta necesita realizar cambios y 
su nivel de urgencia.

10.	Repositorio de evidencias.
La exención de responsabilidad de la persona jurídica se da en caso de que se hayan adoptado y ejecutado, de forma 
eficaz, modelos de organización y control que incorporen las medidas de vigilancia y control idóneas antes de la comisión 
del delito. 

De la anterior declaración se deduce la necesidad de acreditar que las medidas de control fueron aplicadas con anterioridad 
a la comisión del delito o incumplimiento y de forma eficaz. 

Para ello, la empresa deberá elaborar un defense file o archivo en el que se conservarán de manera sistemática las 
pruebas de cumplimiento generadas. 
Puntos importantes a tener en cuenta en relación al sellado de tiempo de las evidencias: 

•	 El sellado de tiempo permite acreditar la fecha en la que se obtuvo la evidencia. 
•	 Es muy útil en el caso de impugnación de la prueba. 
•	 Pensemos que la carga de la prueba de la eficacia del control corresponde a la empresa. 
•	 El nivel de impugnación de pruebas en sede penal es superior al de otras jurisdicciones. 

La función hash permite asegurar que la evidencia no ha sido alterada desde la fecha en que se creó.

11.	  Programa de formación y sensibilización.
La formación y sensibilización de los trabajadores para el fomento de comportamientos éticos y la prevención de la comisión 
de delitos es considerada una prueba de la diligencia y el esfuerzo realizado por la empresa en materia de prevención 
y control. 

Para lograr la exención de responsabilidad, la empresa ha de ser capaz de acreditar que la actividad de prevención y 
control se realizó con anterioridad a la fecha de comisión del delito. En este sentido, el sellado de tiempo (time stamping) 
permite a la empresa ofrecer una mayor credibilidad en relación con la fecha de impartición de las actividades formativas 
correspondientes y a sus resultados. 

La creación de una cultura de cumplimiento en la empresa, y la formación es un elemento fundamental para la consecución 
de este objetivo. 

12.	Verificación periódica.
El seguimiento del compliance penal es el proceso consistente en recoger información con el objetivo de evaluar la eficacia 
del SGCP y, por lo tanto, el desempeño en materia de compliance penal de la organización.

Elementos que se evalúan durante el seguimiento del SGCP 
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i) Eficacia de la formación 
ii) Eficacia de los controles 
iii) Eficacia de la asignación de responsabilidades 
iv) Actualización de las obligaciones de compliance penal 
v) Eficacia de la gestión de deficiencias 

Conclusión:
Existe una tendencia mundial donde los sistemas de cumplimiento van tomando fuerza dentro de las entidades, esto 
muestra que la autorregulación en materia de combate al crimen desde el interior de las empresas marca una nueva pauta 
de hacer negocios.

Los sistemas de cumplimiento cuentan con una responsabilidad importante de prevención, siendo su objetivo principal el 
identificar y minimizar los riesgos, debe contar con autonomía financiera y funcional para lograr controlar actividades de 
cumplimiento.

El sistema de cumplimiento es el nuevo escudo que blinda de riesgos inherentes a las actividades propias de la empresa, 
para afrontar y proteger la integridad legal de negociaciones ilícitas y relaciones no deseadas.

Fuentes de Consulta:

Estándares UNE 19601:2017 Sistemas de Gestión de Compliance Penal

Curso Compliance Officer Aranza Formación Thomson and Reuter

Instituto Oficiales de Cumplimiento – IOC (España). Comité Directivo del IOC. Marco para  la práctica profesional del 
cumplimiento. Disponible en:
https://www.iocumplimiento.org/wp content/uploads/2019/07/Marco-para-la-Practica-Profesional-del-Cumplimiento-v1.pdf 



Autor:
LCP Aida Araceli Barajas Herrera

Control Interno de
Inventarios

Comisión de Contabilidad Administrativa y Costos

“La fortaleza del control interno debe estar basado en los manuales de 
procedimientos  y políticas internas. Para que las empresas dependan de 

procesos y no de personas para su sustentabilidad y desarrollo”  
L.C.P Manuel Rivas.
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Principios del Control Interno.
La organización debe de demostrar su compromiso con la integridad y los valores éticos.

1) Implementar normas de conducta.
2) Evaluar las norma de conducta.
3) Las desviaciones se identifican y se solucionan de manera eficiente.

Control Interno Inventarios.
Es un elemento del control, que se basa en procedimientos y métodos, adoptados por una organización de manera 
coordinada a fin de proteger sus recursos contra perdida, fraude o ineficiencia: promover la exactitud y la confiabilidad de 
informes contables y administrativos. Apoya y pide la eficacia y la eficiencia de esta. Así mismo mide la eficiencia de la 
operación en todas las áreas funcionales de la organización.                                                          	

El capital de trabajo de una Empresa se refiere al recurso que esta necesita para mantener la operación; y los Inventarios 
en Almacenes forman parte de este.

Los inventarios pueden ser materia prima, producción en proceso o producto terminado, listo para la venta. En el caso 
de empresas constructoras o de servicios el inventario se ve reflejado en los proyectos en proceso, ya sea obras en 
construcción o simplemente en el tiempo invertido en un servicio.

Actividades del Control Interno.
1) Autorizaciones.
2) Segregación de funciones.
3) Registro.
4) Salvaguarda.
5) Conciliaciones (Verificaciones) 

Actividades del Control que contribuyen a la mitigación de riesgos:
1) Calidad y precio ( Producción / Servicio con costo competitivo )
2) Tiempos de respuesta ( Insumos para fabricar, para producir y vender)
3) Clientes Satisfechos.
4) Niveles óptimos de inventarios.

Elementos de un buen control sobre inventarios.
1) Conteo físico de los inventarios, por lo menos una vez a la año.
2) Hacer conteos periódicos o cíclicos para verificar las existencias vs lo reportado en sistema.
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3) Tener el control de inventarios en un ERP, especialmente si, se cuenta con una gran variedad de productos. El 
sistema debe proveer control permanente de inventarios, teniendo actualizadas las existencias, tanto en calidad como 
en precio.
4) Establecer un control claro y preciso de las entradas de mercancía al almacén, informes de recepción de materia 
prima compradas  e informes de producción para las fabricadas por la empresa. Las mercancías saldrán únicamente 
si están respaldadas por notas de despacho o requisiciones, las cuales han de estar debidamente autorizadas, para 
garantizar el destino.
5) Los inventarios deberán en instalaciones que los protejan de deteriores físicos o de robos.
6) Vigilar las condiciones de temperatura, separar o segregar por grupos en cuarentena.
7) Acceso eficiente para los inventarios con mayor movimiento.
8) Si es posible, los operarios del almacén deben desconocer el precio-costo de los inventarios que manejan. Sus 
movimientos en el ERP solo deben ser de piezas y estos reflejarse en la contabilidad ya con valores
9) Que los inventarios estén asegurados contra daños, incendios, robo y fenómenos hidrometeorológicos y terremotos 
para que en caso de presentarse el siniestro haya recuperación de los mismos y la empresa pueda dar continuidad a 
su objeto de negocio.

Riesgos relativos a mantener un elevado nivel de inventario en almacenes.
1) Eleva el costo del producto final sin agregarle valor.
2) Mayor costo en la renta por el espacio físico.
3) Mayor número de personal.
4) Más equipo.
5) Un costo mayor en la prima de seguro.
6) Un mayor riesgo de caer en obsolescencia. ( Sobre todo si, es una industria como la electrónica por ejemplo) 
Confiabilidad de Estados Financieros NIF C-4.

Normas de Valuación:
El costo de los inventarios debe comprender todos los costos de compra y de producción en que se haya incurrido tales 
como: fletes, gastos aduanales, impuestos de importación, seguros, acarreos, Mano de obra, cargos indirectos, etc.

Art. 39 LISR Costo de lo vendido, sección III.

El costo de las mercancías que se enajenen, así como de las que integren el inventario final del 
ejercicio, se determinará conforme al sistema de costeo absorbente sobre la base de costos 
históricos o predeterminados. En todo caso, el costo se deducirá en el ejercicio en que se 
acumulen los ingresos que se deriven de la enajenación de los bienes de que se trate.

** Para determinar el costo de lo vendido de la mercancía, se deberá aplicar el mismo 
procedimiento en cada ejercicio durante un periodo mínimo de 5 años y solo podrá variarse 
cumpliendo con los requisitos que se establezcan en el Reglamento.

Para efectos financieros, en forma paralela, puede manejarse Costeo Directo para separar costos fijos y variables y permitir 
el cálculo del punto de equilibrio sobre todo en los productos manufacturados para venta.



Autor:
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Código de Ética 
Profesional

Disposición fundamental, el 
mejor camino

Comisión de Ética
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La Contaduría Pública es una de las profesiones mejor 
organizadas en nuestro país, que ofrece ser y lo es: 
Factor de Desarrollo para las entidades económicas 
en general, si consideramos que la FUNCIÓN 
CONTABLE-FINANCIERA-FISCAL es vital para la 
adecuada administración de las mismas.

La Contaduría Pública organizada, representada por 
el Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C. 
(I.M.C.P.), Federación de Colegios de Profesionistas, 
con una antigüedad  de 97 años, 60 Colegios Federados 
y una Membresía de más de 20 mil Contadores Públicos 
Asociados; es una Institución Normativa, eminentemente social, con innumerables atributos que le han permitido crecer y 
consolidarse, haciendo asequible su Misión  que es la de fortalecer a la Comunidad Contable en su desarrollo humano y 
profesional, dentro de los más altos estándares éticos, en beneficio de la Sociedad.

Los valores en los que se basa su Misión y que rigen su actuación y la de sus Asociados, son: la VERDAD, la INTEGRIDAD, 
la RESPONSABILIDAD y el COMPROMISO.

Así es como el I.M.C.P., las Federadas y sus Asociados tienen los siguientes objetivos:
I.- Investigación, tendiente a producir tecnología de Auditoría y de Control;
II,- Investigación y Difusión del alcance de la función social del Contador Público; y
III.- Investigación y Análisis de los Proyectos de Normatividad de la Profesión Contable, emitidos por los organismos 
nacionales e internacionales  y elaboración de documentos que contengan criterios sobre temas de interés para los 
Contadores Públicos.

Para lograr éstos objetivos en materia  de Ética Profesional, el Instituto, a través de sus Órganos, Federadas y de sus 
Asociados, realiza las siguientes actividades:
                                                                                                          

a) Promueve que las actividades profesionales de los Asociados, se realicen dentro del marco de su Código de Ética 
Profesional (C.E.P.).
b) Propugna por la unificación de criterios y por lograr la implementación y aceptación de las normas, principios y 
procedimientos básicos de ética, así como de la actuación profesional que se juzguen necesarios.

La Comisión de Ética Profesional: estudia, emite y mantiene actualizado el Código de Ética Profesional, el cual tiene el 
carácter de Disposición Fundamental, es decir, de observancia obligatoria.

El Código de Ética Profesional establece las normas éticas mínimas que deben observar los Contadores Públicos que 
practiquen la profesión en México, en cumplimiento con su responsabilidad de SERVIR AL INTERÉS PÚBLICO. Su 
contenido se somete a un proceso de mejora continua y de constante revisión y actualización, considerando las tendencias 
y requerimientos nacionales e internacionales de la profesión y de las entidades económicas a las que sirve.

El Contador Público para dar cumplimiento a las normas éticas contenidas en el C.E.P., es consciente de que debe de 
conocerlo, mediante su lectura, estudio, análisis y consulta de ser necesario, con el propósito de hacerlo  vida en lo 
personal y en su actuación profesional.
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CONSIDERACIONES  PREVIAS AL MOMENTO DE RECIBIR SU VOCACIÓN PROFESIONAL

El ser humano, en la primer etapa de su vida, adquiere conciencia de su existencia, de su realidad, de sus estados, de sus 
potencias, alcances y debilidades, y además, entre otros:

a)  Del inconmensurable y maravilloso Don de la Vida, recibido de sus Padres y del Creador, fruto del amor humano y 
divino;  de su origen y de su fin (de  su Alfa y de su Omega). Es consciente de ser Administrador de su tiempo, de su 
vida y de los talentos recibidos, por lo que de todo ello ha de dar cuenta y razón.

b)  De que es un ser único e irrepetible: de que no ha existido, no existe, ni existirá jamás un ser como él.  

c)  De que es una persona con cuerpo y un  alma con sus potencias: inteligencia y voluntad.

d) De que es un ente real y social, con derechos y deberes de estado: como ser creado, como hijo, como hermano, 
como estudiante, como ciudadano, como esposo, como padre, como abuelo,  como profesionista, como amigo, como 
colega, como lo que logre ser en su vida.

e) De que existe:  en el tiempo y en un espacio determinado por su Creador, desde y para la eternidad.  Nada es casual 
y que no se mueve ni la hoja de un árbol, si no es por la voluntad de Él.

f) De que ha de crear y desarrollar hábitos y  virtudes, para que con sus pensamientos, actitudes y sus obras, procuren 
siempre hacer el bien y evitar el mal.

g) De que ha de lograr, mantener y desarrollar una formación con calidad humana, moral,  espiritual y profesional, que 
honre su origen, su profesión, así como el interés común y el de la sociedad.

VOCACIÓN, FORMACIÓN ACADÉMICA Y ACTUACIÓN PROFESIONAL

Con lo anterior, la persona después de hacer un amplio y concienzudo estudio de la profesión de Contador Público y  
empleando su libertad y sus potencias, ha de elegir su Vocación Profesional por la Contaduría Pública a la que habrá de 
dedicar el tiempo suficiente para conocerla mediante el plan de estudios de la carrera y las Disposiciones Fundamentales 
de la profesión organizada.

Conviene que durante el estudio de la carrera, la persona aplique sus conocimientos en la práctica con lo que logrará 
asimilar, adherir y consolidar la teoría y la práctica. Conforme va conociendo y llevando a la práctica sus estudios, nacerá 
e irá incrementando su atracción y amor por la Contaduría Pública, a la que ha de dedicar su vida productiva sirviendo a 
los demás.

Al obtener el título profesional de Contador Público, ha de registrarlo ante las autoridades educativas, profesionales y 
hacendarias, lo que le permitirá ejercer libremente la profesión , sin más limitaciones que las establecidas por la Ley.

Este será el momento de afiliarse como asociado activo al Colegio de Contadores Públicos de Guadalajara Jalisco, A.C. 
y de comprometerse al jurar ante el Consejo Directivo y la profesión organizada, a honrar y cumplir con las Disposiciones 
Fundamentales del propio Colegio, así como con las del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C., entre ellas:  el 
CÓDIGO DE ÉTICA PROFESIONAL, con sus Principios Fundamentales de INTEGRIDAD, OBJETIVIDAD, DILIGENCIA 
Y COMPETENCIA PROFESIONAL, MORAL, CONFIDENCIALIDAD Y COMPORTAMIENTO PROFESIONAL, en todos 
los ámbitos de su actuación profesional y personal.
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Al incorporarse al Colegio, el Contador Público tendrá la oportunidad de aportar a la comunidad profesional, sus talentos y 
experiencia profesionales adquiridos y a su vez, enriquecerse con la de los demás colegas asociados, al participar en las 
múltiples  actividades académicas, técnicas, culturales y sociales del mejor nivel, que la institución ofrece permanentemente. 
Además, el Colegio propicia  el trato personal entre colegas con afinidad de intereses que les son comunes, hasta llegar a 
la Amistad, que es un verdadero tesoro.

El CÓDIGO DE ÉTICA PROFESIONAL  en su 12va. edición de enero 2020, contiene requerimientos y material explicativo 
para  permitir que el Contador Público cumpla con su RESPONSABILIDAD DE SERVIR AL INTERÉS PÚBLICO en todos 
los ámbitos en donde la ejerza.

EL CONTADOR PÚBLICO que ejerce su profesión, observando el CÓDIGO DE ÉTICA PROFESIONAL, puede ser 
considerado Apóstol de la Contaduría Pública por haber elegido su  MEJOR CAMINO DE VIDA, para profesarla y servir a 
la Sociedad.

EL CONTADOR PÚBLICO es una persona  privilegiada que al ejercer su profesión, presta un servicio intelectual vital e 
idóneo para la administración y desarrollo de las entidades económicas, confirmando el lema de nuestro Colegio que reza:  
LA CONTADURÍA PÚBLICA, FACTOR DE DESARROLLO.

Disfrutemos cabalmente nuestra vida profesional y personal, teniendo presente que:

¡¡¡SIEMPRE… SIEMPRE, ENSEGUIDA… VIENE LO MEJOR!!!



Autor:
CPC Jorge Nájar Fuentes

Recomendaciones 
importantes para el cierre 

del ejercicio 2020

Comisión Fiscal



39BOLETÍN
TÉCNICO

Con la idea de repasar cuales son los puntos más sobresalientes a tomar en cuenta para que las empresas tengan un 
correcto cierre del ejercicio fiscal 2020, a continuación, se mencionan los que considero cuando menos se deben tener 
presentes:  

Para las personas Morales que tributan en el Título II de la Ley del Impuesto Sobre la Renta: 

Ingresos Acumulables
Deberán acumularse exclusivamente   los ingresos gravados, conforme al artículo 16 de la Ley del ISR.  
Los conceptos que se relacionan a continuación, si bien representan una modificación patrimonial, por disposición expresa 
no son acumulables:

•	 Aumentos de capital.
•	 Pagos de pérdidas por los accionistas.
•	 Primas en colocación de acciones.
•	 Revaluación de activos y de capital.
•	 Dividendos percibidos de PM residentes en territorio nacional.

De conformidad con   los artículos 5, 9 y 213 de la LGSM, las aportaciones para futuros   aumentos   de   capital   en   las 
PM deben haberse acordado en asamblea de accionistas.

Conforme al artículo 17 de la misma Ley, existen diferentes momentos en los que se puede considerar que se obtuvieron 
los ingresos, por lo que habrá que conciliar los ingresos registrados en la contabilidad, con los que proceda fiscalmente. 
Ejemplo: Los ingresos que obtiene una sociedad civil se contabilizan al momento que se expide el comprobante respectivo, 
pero se acumulan en el ISR hasta que son cobrados.

Tratándose de intereses:  
I.- Normales. Acumular mensualmente la parte devengada. 

II. Moratorios. Los tres primeros meses, se cobren o no, se acumulan los devengados. A partir del cuarto mes se acumularán 
únicamente los efectivamente cobrados. Los intereses que se cobren con posterioridad al tercer mes, se acumularán hasta 
el momento en que excedan al monto de los acumulados en los primeros tres meses y hasta por el monto en que excedan. 
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Lo anterior de acuerdo a la fracción IX del art. 18 de la Ley del ISR.

Ajuste anual por inflación: Es importante no olvidar que las personas Morales que tributan el Título II de la Ley del 
Impuesto sobre la renta, están obligadas a determinar y acumular el ajuste anual por inflación que resulte de aplicar las 
disposiciones establecidas en el Capítulo III art. 44 LISR del mencionado Título, que se refieren a calcular el saldo promedio 
anual de sus deudas y el saldo promedio anual de sus créditos (ajuste anual por inflación deducible o acumulable). 

Si el resultado de aplicar estos artículos es favorable al contribuyente, entonces se podría tener una deducción que no hay 
que dejar de aplicar por ningún motivo.

En los ingresos por enajenación de activo fijo, acciones, entre otros, se acumule únicamente la ganancia. 

Se sugiere verificar cada uno de los depósitos bancarios identificando si corresponden a facturas, préstamos, aumentos de 
capital, etc… y en su caso validar que tengan el soporte legal y documental correspondiente. 

Deducciones Autorizadas
Pagos diversos y donativos: Si se realizaron erogaciones en el año y por las mismas algunos cheques no se han cobrado 
antes del 31 de diciembre de 2020, solo serán deducibles dentro de los 4 meses siguientes. Son los pagos que a su vez 
son ingresos para Personas Físicas, Régimen Simplificado, Sociedades y Asociaciones Civiles (donatarias autorizadas), 
Suministro de Agua Potable o Recolección de Basura Domestica. 

Pagos Anticipados: Se deberán de conciliar los pagos por Seguros y Fianzas y las Rentas Pagadas por Anticipado, 
contablemente se aplicarán a resultados conforme se devengan los servicios y se obtiene el beneficio, pero si se reúnen 
los requisitos fiscales necesarios, serán deducibles en el mismo ejercicio. 

En la Previsión Social: Verificar que durante el ejercicio 2020 se haya entregado en forma generalizada para trabajadores 
sindicalizados y no sindicalizados, como lo señalan los artículos 27 F-XI de la LISR y el art. 48 de RISR de la Ley de ISR. 
Es importante determinar la parte que pudiera ser no deducible, si se entregó una cantidad que rebase los límites, a los 
trabajadores no sindicalizados. Hay que tener a la mano siempre el plan de previsión social impreso y firmado por quien 
corresponda. 

Operaciones Financieras Derivadas: La ganancia acumulable o la pérdida deducible de las operaciones financieras 
derivadas referidas al tipo de cambio de una divisa, se determinará al cierre de cada ejercicio, aun en el caso de que la 
operación no haya sido ejercida en virtud de que su fecha de vencimiento corresponde a un ejercicio posterior. Artículo 20 
Fracción VIII de la LISR.

Pérdidas Fiscales: Es importante no omitir el derecho a la amortización de pérdidas fiscales que se tengan de hasta diez 
ejercicios anteriores a 2020.  Se actualizarán por el periodo comprendido desde el mes en el que ocurrieron y hasta último 
mes de la

Costo de Ventas: La mercancía que pierde su valor se podrá deducir el importe de las mercancías, materias primas, 
productos semiterminados, en existencia que por deterioro y otras causas no imputables al contribuyente hubiera perdido 
su valor. 

Tratándose de bienes básicos para la subsistencia humana en materia de alimentación o salud, se debe proceder a su 
donación a las instituciones autorizadas antes de su destrucción. 
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Reducción de Pagos Provisionales
Quienes hayan obtenido autorización para disminuir los pagos provisionales de ISR, deberán hacer un recalculo de los 
mismos considerando los datos de la declaración actual y en dado caso de existir una desviación se deberá cubrir los 
recargos. 

Disminución de PTU pagada en el ejercicio. 
Conforme al artículo 28, fracción XXVI de la LISR, no serán deducibles las cantidades que tengan el carácter de participación 
en la utilidad del contribuyente o estén condicionadas a la obtención de esta, ya sea que correspondan a los trabajadores, 
a miembros del consejo de administración, a obligacionistas o a otros. 

Sin embargo, el artículo 9 de la LISR, establece que las personas morales obtendrán la utilidad fiscal disminuyendo de la 
totalidad de los ingresos acumulables obtenidos en el ejercicio las deducciones autorizadas y al resultado obtenido se le 
disminuirá, en su caso, la PTU pagada en el ejercicio, en términos del artículo 123 de la CPEUM. 

Toma de inventarios
Es muy importante recordar que la Ley del Impuesto Sobre la Renta (LISR) indica la obligación de formular un estado de 
posición financiera y realizar la toma de inventarios de mercancías al cierre del ejercicio fiscal. (Art. 76 Fracc. IV)

Para lo anterior, en el artículo 110 del Reglamento de la LISR se establece que para formular el estado de posición financiera 
los contribuyentes deberán realizar un inventario físico total de existencias a la fecha de cierre. La práctica del inventario 
podrá anticiparse hasta el último día del mes anterior a la fecha de terminación del ejercicio o efectuarse mediante conteos 
físicos parciales durante el ejercicio. En ambos casos, deberá hacerse la corrección respectiva para determinar el saldo 
a la fecha de terminación referida. 

Se sugiere dejar evidencia documental de los inventarios que se levanten para tenerlos a disposición de las autoridades 
correspondientes en algún acto de fiscalización.

Por otra parte, el Artículo 83 del citado Reglamente establece de manera opcional la forma en que se podrá determinar el 
costo de lo vendido a través de un control de inventarios.  Para esto, los contribuyentes que ejerzan dicha opción deberán 
levantar inventario de existencias a la fecha en la que termine el ejercicio, en los términos de la fracción IV del 
Artículo 76 de la Ley.

De la toma de inventarios que se haga conviene documentar las pruebas correspondientes y que se archiven los papeles 
respectivos para que sirvan como sustento probatorio en una revisión del SAT.

Estado de Posición Financiera 
Cumplir con la obligación de elaborar el estado de posición financiera al cierra de cada año es fundamental, ya que además 
de tener que reflejarlo en la declaración anual de la persona moral, es la base para cumplir con diversas disposiciones que 
establece la propia Ley y en el Reglamento que la regula.  Por ejemplo, para determinar la pérdida en la enajenación de 
acciones.

Finalmente, recordar que es muy importante tener a la mano al momento de presentar la declaración anual 2020 de 
impuestos federales:
•	 Estados financieros.
•	 Conciliaciones.
•	 Papeles de trabajo.
•	 Contar con su FIEL.
•	 Tener el programa para la presentación de la declaración actualizado.



Autor:
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INTRODUCCIÓN
En el año 2020 surgió un nuevo virus que ocasionó una pandemia a nivel mundial lo que provocó cambios inesperados a la 
vida diaria y una gran afectación a la actividad economía. En este sentido, al existir una afectación a las finanzas públicas 
se esperaba una reforma fiscal con amplios fines recaudatorios; sin embargo, derivado de la intención manifestadas por el 
Ejecutivo de no aumentar impuestos, la reforma fiscal busca fortalecer las facultades de la autoridad fiscal para incrementar 
el cumplimiento fiscal, cerrar espacio para la evasión y elusión fiscal.

En un proceso muy ágil, considerando que el partido político en el poder tiene la mayoría de los representantes en el 
Congreso de la Unión, las reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, a la Ley del Impuesto al Valor Agregado y al 
Código Fiscal de la Federación; fueron aprobadas el pasado mes de noviembre y publicadas el 8 de diciembre de 2020. En 
este sentido, como se esperaba, la Cámara de Diputados y la de Senadores aprobaron prácticamente en su totalidad las 
propuestas contenidas en la iniciativa del Ejecutivo Federal.

Considerando lo anterior, a continuación, se resumen los principales cambios en el Código Fiscal de la Federación:

Regla anti-abuso
Se precisó que los efectos jurídicos que la autoridad fiscal otorgue a los actos materia de la reclasificación se limitarán 
al ámbito fiscal, sin perjuicio de las acciones penales que pudieran emprenderse al actualizarse alguno de los supuestos 
delictivos descritos en este ordenamiento.

Escisión de sociedades
Se indica que la escisión de sociedades se considerará enajenación, aún y cuando se cumpla los requisitos aplicables, 
en el supuesto de que se transmitan a las sociedades escindidas conceptos o partidas que no existían antes de dicha 
escisión, tomando en consideración el estado de posición financiera aprobado para efectos de la escisión. Adicionalmente, 
se establece que en este sentido la responsabilidad solidaria no se limitará al valor del capital de cada sociedad escindida.

Responsabilidad solidaria
Se establece como responsable solidario, al residente en México o a los residentes en el extranjero que tengan un 
establecimiento permanente en el país, respecto de los cuales exista control efectivo o que sean controladas efectivamente 
por las partes relacionadas residentes en el extranjero, cuando estas últimas constituyan un establecimiento permanente 
en México por las operaciones realizadas con aquellos. Esta responsabilidad solidaria no excederá de las contribuciones 
que se hubieren causado por las operaciones realizadas con el residente en el extranjero.

Registro federal de contribuyentes
Se precisa que el aviso ante el registro federal de contribuyentes mediante el cual se informa el nombre y clave del RFC de 
los socios y accionistas incluye a los asociados y demás personas que formen parte de la estructura orgánica conforme a 
los estatutos o legislación bajo la cual se constituye.
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Se otorga la facultad a la autoridad para suspender o disminuir obligaciones fiscales a contribuyentes registrados en el RFC 
que no hubieran tenido ningún tipo de actividad en los últimos tres años.

Se incorpora como obligación de los contribuyentes que registren y mantengan actualizada una sola dirección de correo 
electrónico, número telefónico, o bien, medio de contacto que determine la autoridad fiscal mediante reglas de carácter 
general.

Para la cancelación en el RFC de personas morales por la liquidación o fusión se incorpora como requisito no estar sujeto 
al ejercicio de facultades de comprobación, no tener créditos fiscales, no estar publicado en el listado del artículo 69-B, así 
como que los ingresos declarados coincidan con los ingresos contenidos en los CFDI.

Comprobantes fiscales digitales por internet
Se incorpora la obligación de solicitar CFDI en el caso de que los contribuyentes realicen pagos parciales o diferidos, 
exporten mercancías que no sean objeto de enajenación o cuya enajenación sea a título gratuito.

Se incluye la posibilidad de que la autoridad fiscal establezca facilidades para la emisión de CFDI en operaciones celebradas 
con el público en general. Asimismo, se incorpora la obligación de utilizar los catálogos de la autoridad fiscal vinculados con 
la cantidad, unidad de medida y clase de bienes o mercancías. Asimismo, se incorpora la obligación de emitir un CFDI por 
el valor total de la operación en el momento en que ésta se realice y expedir un CFDI por cada uno de los pagos restantes 
que se reciban.

Plazos para conservar la contabilidad
Se incorpora a los supuestos de excepción para conservar la contabilidad en el término de 5 años (conservarla por todo 
el tiempo que subsista la sociedad o contrato), toda aquella información y documentación necesaria para implementar los 
acuerdos alcanzados como resultado de los procedimientos de resolución de controversias previstos en los tratados para 
evitar la doble tributación.

De igual manera, se especifica que tratándose de las actas de asamblea en las que se haga constar el aumento o 
disminución de capital social, se deberá conservar la siguiente información:

•	 Estados de cuenta bancarios y avalúos; 
•	 Por capitalización de reservas o de dividendos, las actas de asamblea en las que consten dichos actos; 
•	 Por capitalización de pasivos, las actas de asamblea en las que consten dichos actos, así como el documento en el 

que se certifique la existencia contable del pasivo y su valor correspondiente; y 
•	 Actas de suscripción, de liberación y de cancelación de las acciones.

Tratándose de las actas en las que se haga constar la fusión o escisión de sociedades, además se deberán conservar los 
estados de situación financiera, estados de variaciones en el capital contable y los papeles de trabajo de la determinación 
de la Cantidad de Utilidad Fiscal Neta (CUFIN) y de la Cuenta de Capital de Aportación (CUCA), correspondientes al 
ejercicio inmediato anterior y posterior a aquél en que se haya realizado la fusión o la escisión.

Tratándose de las constancias que emitan o reciban las personas morales en los términos de la LISR al distribuir dividendos 
o utilidades, además se deberán conservar los estados de cuenta bancarios.

Facultades de asistencia y orientación fiscal
Se precisa que en el ejercicio de las facultades de asistencia y orientación fiscal las autoridades deberán explicar las 
disposiciones fiscales, informando las posibles consecuencias en caso de incumplimiento, empleando lenguaje simple, 
en caso de que se trate de disposiciones de naturaleza compleja deberán acompañarse de material de apoyo. Asimismo, 
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deberá mantener oficinas en diversos lugares del país en el que se ocuparán de orientar y auxiliar a los contribuyentes, 
invitando a los contribuyentes a que acudan a dichas oficinas a efecto de orientarlos a través del uso de medios electrónicos, 
ofreciendo equipo para ello.

Se indica que para efectos del impuesto sobre la renta la autoridad dará a conocer parámetros de referencia respecto a 
la utilidad, conceptos deducibles o tasas efectivas de tributación de otras entidades o figuras jurídicas por la realización 
de actividades en el sector al que pertenecen, precisando que la difusión de esta información tiene como propósito medir 
riesgos tributarios. Asimismo, la reforma señala que en el programa de cumplimiento voluntario se podrá informar al 
contribuyente, representante legal, o en su caso a los órganos de dirección del contribuyente los riesgos detectados 
conforme a los análisis detectados por la autoridad, el ejercicio de estas atribuciones no implica el ejercicio de facultades 
de comprobación.

Embargo precautorio
Por lo que corresponde al embargo precautorio se incluye la posibilidad de que se practique sobre bienes de terceros 
relacionados con los contribuyentes o responsables solidarios.

Plazos para proporcionar documentación a la autoridad fiscal

Respecto a los plazos que tienen los contribuyentes para proporcionar documentación a la autoridad fiscal se incorporó la 
posibilidad de que la autoridad otorgue una ampliación de diez días en el caso de que se trate de documentación de difícil 
obtención.

Presunción de transmisión de indebida de pérdidas fiscales
Por lo que corresponde a la presunción de transmisión indebida de pérdidas fiscales se incorpora la precisión de que para 
desvirtuar esta presunción los contribuyentes deberán manifestar y demostrar la finalidad de los actos jurídicos que dieron 
origen a la transmisión de las pérdidas para acreditar ante la autoridad que dichos actos se encuentran vinculados con el 
desarrollo de su actividad preponderante.

Acuerdo conclusivo
Se modificó el plazo para solicitar la adopción de un acuerdo conclusivo, señalando que podrá presentarse la solicitud a 
partir del inicio el ejercicio de las facultades de comprobación y dentro de los 20 días posteriores a que se levante el acta 
final, el oficio de observaciones o la resolución provisional, siempre que la autoridad haya realizado una calificación de los 
hechos u omisiones observados.

Adicionalmente a lo anterior, señala que no procederá acuerdo conclusivo en el caso de que el ejercicio de facultades 
de comprobación por la autoridad se realice para verificar la procedencia de la devolución de saldos a favor o pago de 
lo indebido, en el caso de compulsas a terceros, tratándose del cumplimiento a sentencias o resoluciones, de aquellas 
solicitudes presentadas fuera del plazo, así como aquellas vinculadas con asuntos relacionados con la presunción de 
operaciones inexistentes, ya sea la publicación en listado provisional o definitivo de contribuyentes que realizan operaciones 
simuladas.

Adicionalmente, se precisa que en contra de las resoluciones recaídas a las solicitudes de acuerdo conclusivo no procede 
medio de defensa alguno ni el procedimiento de resolución de controversia contenido en los tratados para evitar la doble 
imposición.

Multas
Por otro lado, se incorporaron como agravantes para la imposición de multas que no se obtenga ni conserve documentación 
relacionada con operaciones efectuadas con partes relacionadas ubicadas en el extranjero, que las personas morales que 
realicen pagos por conceptos de dividendos no los realicen con cheque o transferencia, que no emitan CFDI.
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Se eliminó el beneficio consistente en que, si una conducta implica la imposición de varias multas, solo se impondrá la 
mayor.

Si se efectúa el pago de la multa dentro del plazo de 30 días siguientes a que surta efectos la notificación, la multa se 
reducirá en un 20%. Lo anterior, no aplica en materia aduanera, en disminución de multa por devoluciones, compensaciones 
o acreditamientos indebidos, ni multas por errores aritméticos.

Garantía del interés fiscal
Respecto a la garantía del interés fiscal se adicionó que el embargo en la vía administrativa no se podrá practicar en 
predios rústicos, así como negociaciones.

Se precisó que en el caso de cartas de crédito otorgadas para garantizar el crédito fiscal se aplicará el procedimiento 
señalado en el Reglamento del Código Fiscal de la Federación.

Por lo que corresponde al embargo de cuentas a favor (créditos a favor) del contribuyente se incorpora la obligación de los 
deudores para informar a la autoridad fiscal la relación jurídica que tienen con el contribuyente, así como la precisión de 
que el embargo de bienes.

COMENTARIOS FINALES
Como podemos observar, mediante los cambios aprobados y que entrarán en vigor el 1 de enero de 2021, se están 
fortaleciendo las facultades de las autoridades fiscales, lo que sin lugar a duda pretende una mayor recaudación en el 
ejercicio de las mismas; por lo que será importante que los contribuyentes tomen las medidas pertinentes, con la finalidad 
de cumplir cabalmente con sus obligaciones fiscales considerando estas reformas.
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Época: Décima Época Registro: 2022558 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación Publicación: viernes 11 de diciembre de 2020 10:23 h Materia(s): (Constitucional, Administrativa) Tesis: 
2a./J. 50/2020 (10a.) 

DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN III, Y PENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, AL PREVER LA SANCIÓN 
CONSISTENTE EN TENERLA POR NO PRESENTADA ANTE LA OMISIÓN DEL ACCIONANTE DE ADJUNTAR EL 
DOCUMENTO EN QUE CONSTE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, NO OBSTANTE EL REQUERIMIENTO FORMULADO, 
RESPETA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA.  

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron el contenido del artículo 15 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo y sostuvieron criterios divergentes, ya que mientras uno determinó que exigir 
que la parte demandante exhiba con su demanda el documento en que conste la resolución impugnada, es un requisito de 
procedencia válido a la luz del derecho de acceso a la justicia y, en consecuencia, la sanción consistente en tenerla por no 
interpuesta no vulnera dicho derecho fundamental, el otro resolvió que esa sanción es excesiva por no guardar equilibrio 
entre la magnitud del hecho omitido y la obligación formal incumplida y, por ende, restringe el derecho de acceso efectivo a 
la justicia y es violatoria del derecho fundamental a la tutela jurisdiccional, pues es subsanable durante la secuela procesal 
a través de la contestación a la demanda, o por la conducta procesal de la actora. 

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la fracción III, en relación 
con la sanción prevista en el penúltimo párrafo, ambos del artículo 15 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo respeta el derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1, y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos.

Justificación: Lo anterior, ya que la exigencia de que la accionante adjunte a su demanda el documento en el cual conste 
la resolución impugnada no constituye un formalismo sin sentido, ni un obstáculo para el acceso a la justicia, ya que la 
existencia de formas concretas para acceder a ella deriva de la facultad del legislado interno para establecer mecanismos 
que proporcionen a las partes todos los elementos para intervenir en el procedimiento, a fin de garantizar el respeto a los 
derechos de seguridad jurídica, legalidad e igualdad procesal, de ahí que es válido que se exija a la parte demandante 
la presentación del referido documento, en la inteligencia de que los casos en que manifieste que no lo conoce, que no 
lo tiene o que constituya una negativa ficta, se rigen por normas específicas y, por ende, la consecuencia de tener por no 
presentada la demanda no constituye una sanción desproporcionada, pues no se da de inmediato, sino que en caso de 
que no se allegue, el Magistrado instructor del órgano contencioso administrativo federal se encuentra obligado a requerir 
a la accionante para que en un término razonable de cinco días subsane su omisión y, únicamente cuando tal prevención 
no es desahogada en sus términos se hace acreedora a la referida consecuencia, pues lo que se sanciona es la actitud 
contumaz de la parte promovente.

SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 34/2020. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de 
México. 5 de agosto de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: 
Liliana Hernández Paniagua.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de diciembre de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Época: Décima Época Registro: 2022548 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 11 de diciembre de 2020 0:23 h Materia(s): (Constitucional) Tesis: 
XVII.2o.P.A.61 A (10a.) 

COMPROBANTES FISCALES. EL ARTÍCULO 50 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
ABROGADO, AL ESTABLECER DETERMINADOS REQUISITOS QUE DEBEN CONTENER PARA IDENTIFICAR 
BIENES O MERCANCÍAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 36/2006, señaló que el 
principio de reserva de ley se presenta cuando una norma constitucional reserva de manera expresa a la ley la regulación 
de una determinada materia, lo que excluye la posibilidad de que los aspectos de ésta sean regulados por disposiciones 
de naturaleza distinta. Ahora bien, de la contraposición de los artículos 29-A del Código Fiscal de la Federación y 50 
de su reglamento abrogado –de redacción similar al artículo 40 del vigente–, se advierte que ambos establecen ciertos 
requisitos que deben contener los comprobantes fiscales que amparen bienes o mercancías, con la finalidad de que 
sean identificadas; de ahí que si el primero prevé en su fracción V, el relativo a especificar la “clase” de éstas, dicha 
acepción abarca las diversas de marca, modelo, número de serie y características técnicas o comerciales, señaladas en 
el segundo como características esenciales de la mercancía que deben considerarse al describirla detalladamente en el 
comprobante fiscal, ya que la palabra “clase” se traduce en el conjunto de elementos comunes que permiten distinguir 
un bien o mercancía de otro similar. En consecuencia, el artículo 50 del Reglamento del Código Fiscal de la Federación 
abrogado no viola el principio de reserva de ley, toda vez que no existe precepto constitucional o de otra índole que hubiere 
reservado de manera expresa al Código Fiscal de la Federación o a otro ordenamiento del mismo nivel, la regulación 
relativa a los comprobantes fiscales y los requisitos establecidos para su validez no repercuten en los elementos esenciales 
del tributo (como serían el objeto o la tasa), sino en obligaciones formales fiscales. Así, al no existir prohibición para que 
los aspectos de dicha materia sean regulados por disposiciones de naturaleza distinta a la ley, el titular del Poder Ejecutivo 
puede emitir las normas reglamentarias necesarias para determinar el contenido y términos de las exigencias establecidas 
en la ley para la validez de los comprobantes fiscales.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Amparo directo 335/2019. 10 de septiembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Pánfilo Martínez Ruiz, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 
de Magistrado. Secretaria: Ana Luisa Mendoza Álvarez.

Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 36/2006 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 1100, con número de registro digital: 20100.
Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de amparo directo, 
por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, de rubro: “TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN 
EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA 
PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.”, no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Época: Décima Época Registro: 2022547 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 11 de diciembre de 2020 10:23 h Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: XVII.2o.P.A.62 A (10a.) 

COMPROBANTES FISCALES. EL ARTÍCULO 50 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
ABROGADO, AL DESARROLLAR LOS REQUISITOS QUE DEBEN CONTENER PARA IDENTIFICAR BIENES O 
MERCANCÍAS, PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 29-A, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la acción de inconstitucionalidad 36/2006, señaló que el principio de jerarquía normativa consiste en que 
el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede modificar o alterar el contenido de una ley, esto es, los reglamentos 
tienen como límites naturales los alcances de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, 
detallando sus hipótesis y supuestos normativos de aplicación, sin que les esté permitido contener mayores posibilidades 
o imponer distintas limitantes que la propia ley de la que derivan. Ahora bien, de la contraposición de los artículos 29-A 
del Código Fiscal de la Federación y 50 de su reglamento abrogado –de redacción similar al artículo 40 del vigente–, se 
advierte que ambos establecen ciertos requisitos que deben contener los comprobantes fiscales que amparen bienes 
o mercancías, con la finalidad de que sean identificadas; de ahí que si el primero prevé en su fracción V, el relativo a 
especificar la “clase” de éstas, dicha acepción abarca las diversas de marca, modelo, número de serie y características 
técnicas o comerciales, señaladas en el segundo como características esenciales de la mercancía que deben considerarse 
al describirla detalladamente en el comprobante fiscal, ya que la palabra “clase” se traduce en el conjunto de elementos 
comunes que permiten distinguir un bien o mercancía de otro similar. En consecuencia, el artículo 50 del Reglamento del 
Código Fiscal de la Federación abrogado no viola el principio de subordinación jerárquica, ya que no establece requisitos 
adicionales a los previstos en el artículo 29-A, fracción V, del Código Fiscal de la Federación, sino que únicamente los 
desarrolla, al precisar su alcance, de manera que su justificación coincide con la de la disposición legal que le da origen.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Amparo directo 335/2019. 10 de septiembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Pánfilo Martínez Ruiz, secretario de 
tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones 
de Magistrado. Secretaria: Ana Luisa Mendoza Álvarez.

Nota: La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 36/2006 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 1100, con número de registro digital: 20100.
Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un juicio de amparo directo, 
por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, de rubro: “TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN 
EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA 
PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.”, no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia.
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Esta tesis se publicó el viernes 11 de diciembre de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
Época: Décima Época Registro: 2022468 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa) Tesis: 2a./J. 23/2020 
(10a.) 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL OFICIO POR EL QUE SE 
HACE DEL CONOCIMIENTO DEL CONTRIBUYENTE SU INCLUSIÓN EN EL LISTADO DE AQUELLOS QUE NO 
DESVIRTUARON LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES A QUE SE REFIEREN LOS PÁRRAFOS 
PRIMERO Y TERCERO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN SU TEXTO ANTERIOR 
A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE JUNIO DE 2018. De acuerdo con 
el párrafo primero del numeral citado, la autoridad fiscal podrá presumir la inexistencia de las operaciones amparadas en 
los comprobantes fiscales expedidos por un contribuyente, si detecta que éste no cuenta con la capacidad operativa para 
otorgar los servicios o entregar los bienes respaldados en tales comprobantes, o bien, que se encuentra no localizado. Ante 
ello, el párrafo segundo dispone que la autoridad deberá notificar a los contribuyentes que se encuentren en esa situación, 
a través de su buzón tributario, de la página de internet del Servicio de Administración Tributaria y mediante publicación 
en el Diario Oficial de la Federación, con el objeto de que en el plazo de quince días contados a partir de la última de las 
notificaciones efectuadas, manifiesten ante dicha autoridad lo que a su derecho convenga y aporten la documentación 
e información con la que pretendan desvirtuar la presunción que existe en su contra. Por su parte, el párrafo tercero 
establece que una vez transcurrido aquel término, la autoridad, en un plazo que no excederá de cinco días: 1) valorará las 
pruebas y defensas que se hayan hecho valer; 2) notificará su resolución a los contribuyentes a través del buzón tributario; 
y 3) treinta días posteriores a esta notificación publicará en el medio oficial y página electrónica referidos, un listado de 
los contribuyentes que no desvirtuaron los hechos que se les imputó y que, por tanto, se encuentran definitivamente en 
la situación a que se refiere el párrafo primero del artículo en comento. Lo anterior permite concluir que es la notificación 
de la citada resolución [identificada en el inciso 2)] la que causa un perjuicio al contribuyente impugnable ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa. En consecuencia, si la autoridad hacendaria mediante oficio hace del conocimiento 
del contribuyente su inclusión en el listado aludido, en contra de tal oficio no procede el juicio contencioso administrativo, 
puesto que no constituye una resolución que cause agravio en términos del artículo 3, fracción V, de la Ley Orgánica del 
mencionado tribunal, sino que es una consecuencia directa de la resolución de la autoridad fiscal por la que determinó que 
dicho contribuyente no desvirtuó la presunción actualizada en su contra.

SEGUNDA SALA
Contradicción de tesis 472/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo al Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 
6 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Luis María Aguilar Morales manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Criterios contendientes:
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo 
directo 644/2017, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 319/2019 (cuaderno auxiliar 730/2019).
Tesis de jurisprudencia 23/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro 
de marzo de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Época: Décima Época Registro: 2022460 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa, Común) Tesis: 1a./J. 
51/2020 (10a.) 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS POR LOS QUE SE SOSTIENE QUE EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA MATERIA TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA, RESPECTO DEL TRIBUTO ESTABLECIDO PARA ALIMENTOS PROCESADOS DESTINADOS 
A DISTINTAS ESPECIES ANIMALES.
Hechos: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso 
b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor el 1 de enero de 2014, al considerarlo violatorio del principio 
de equidad tributaria a partir de la desigualdad de trato generada entre alimentos procesados para animales.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que resultan inoperantes los 
argumentos por los que se sostiene que el artículo mencionado transgrede el principio de equidad tributaria, respecto 
del impuesto establecido para alimentos procesados destinados a distintas especies animales, al partir de una premisa 
incorrecta.

Justificación: De acuerdo con la evolución legislativa de la norma analizada, la tasa diferenciada establecida en el citado 
precepto legal está referida a productos destinados a la alimentación humana, sin que se desprendan elementos que 
permitan identificar dentro de esta hipótesis normativa productos destinados a la alimentación animal. Por tanto, el legislador 
otorga el mismo tratamiento a la enajenación de alimentos procesados para perros, equinos u otras especies, actividad que 
la Ley del Impuesto al Valor Agregado grava a la tasa del 16% (dieciséis por ciento). Tal tratamiento en materia de impuesto 
al valor agregado se explica tomando en cuenta que la enajenación constituye una actividad gravada a la tasa general; por 
excepción, determinados productos se benefician con la aplicación de la tasa 0% (cero por ciento), sin que se advierta que 
en este supuesto se ubique el alimento procesado para equinos ni algún otro destinado a la alimentación animal.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1076/2016. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien votó con el sentido pero en contra de las consideraciones, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 671/2017. DTS México, S. de R.L. de C.V. 5 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 178/2017. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 301/2017. Bayer de México, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 
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Amparo en revisión 756/2017. Organización Sahuayo, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Tesis de jurisprudencia 51/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada a distancia 
de once de noviembre de dos mil veinte.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Época: Décima Época Registro: 2022459 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa, Común) Tesis: 1a. XLIV/2020 
(10a.)

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS DE INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO, FRACCIÓN I, INCISO A), Y ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE LA MATERIA, PUBLICADO 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE DE 2013, A PARTIR DE UN ARGUMENTO DE 
VARIACIÓN EN LA TASA DE TRIBUTACIÓN EN LA ENAJENACIÓN DE ALIMENTOS PROCESADOS PARA MASCOTAS.
Hechos: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo segundo transitorio, 
fracción I, inciso a), y último párrafo, del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, que entró 
en vigor el 1 de enero de 2014, aduciendo su inconstitucionalidad bajo la premisa de que con la entrada en vigor de ese 
decreto hubo una variación en la tasa con que se gravaba la enajenación de los alimentos procesados para mascotas. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que resultan inoperantes los 
argumentos de inconstitucionalidad del precepto transitorio aludido, al encontrarse apoyados en una premisa incorrecta.
Justificación: Los argumentos de inconstitucionalidad fueron sustentados en la premisa de que con anterioridad, los 
alimentos procesados para mascotas se encontraban afectos a la tasa del 0% (cero por ciento) y que por virtud de la 
entrada en vigor del decreto que contiene la norma de tránsito impugnada, ahora, a dichas enajenaciones se les aplica la 
tasa general del 16% (dieciséis por ciento). Ese razonamiento es inexacto, pues del análisis de la evolución legislativa de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado se obtiene que la tasa del 0% (cero por ciento) siempre buscó favorecer la producción 
y enajenación de los productos destinados a la alimentación humana, sin que en momento alguno la alimentación animal 
haya sido materia del referido trato preferencial.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 671/2017. DTS México, S. de R.L. de C.V. 5 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.
Amparo en revisión 756/2017. Organización Sahuayo, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Época: Décima Época Registro: 2022458 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa) Tesis: 1a. XLVI/2020 (10a.) 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA CONSTITUCIONALIDAD DEL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN 
I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA MATERIA DEPENDE DE SU VINCULACIÓN CON EL GASTO PÚBLICO 
EN GENERAL.

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso 
b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor el 1 de enero de 2014, al considerar que no establecía el 
destino que tendrían los recursos recaudados.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que la constitucionalidad del 
impuesto previsto en el artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado depende 
de su vinculación con el gasto público en general.

Justificación: Acorde con la dogmática desarrollada por esta Suprema Corte, los tributos no son fines en sí mismos, sino 
medios para conseguir el propósito constitucional que se les asigna. Igualmente, este Alto Tribunal ha sostenido que cualquier 
ingreso público –tributario o no– se encuentra indisolublemente destinado a fines delimitados en la política económica 
estatal. Sobre esa base conceptual se sigue que un impuesto, como tal, puede ser parte o no de una determinada política 
económica o social, pero ello no tiene implicaciones directas sobre su constitucionalidad, pues su conformidad con el texto 
fundamental no depende de la posibilidad de relacionarlo con un determinado plan o programa, sino de su vinculación con 
el gasto público en general.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 238/2016. Alimentos Balanceados Pénjamo, S.A. de C.V. 10 de octubre de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el sentido, pero en contra de las consideraciones, José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Justino Barbosa Portillo.
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Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
Época: Décima Época Registro: 2022457 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa, Constitucional) Tesis: 
1a./J. 50/2020 (10a.) 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA 
MATERIA NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE RECTORÍA ECONÓMICA DEL ESTADO.

Hechos: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso 
b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor el 1 de enero de 2014, al considerarlo violatorio del principio 
de rectoría económica del Estado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el precepto citado no transgrede 
el principio de rectoría económica del Estado.

Justificación: El establecimiento del impuesto al valor agregado a los productos destinados a la alimentación animal tiene 
su fundamento en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, que otorga al Estado la facultad de establecer 
las contribuciones necesarias para sufragar los gastos públicos. Desde esa perspectiva, no puede considerarse que 
tal potestad sea susceptible de vulnerar el artículo 25 constitucional, pues la rectoría económica del Estado no puede 
verse menoscabada por la facultad impositiva, cuyo único fin es el establecimiento de tributos encaminados a sufragar 
el gasto público. Lo anterior, porque como lo ha sostenido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, los preceptos 
constitucionales que rigen en materia económica no son referente de valoración para determinar la validez de normas 
tributarias, que tienen sustento en preceptos constitucionales diversos.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 1076/2016. 7 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien votó con el sentido pero en contra de las consideraciones, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 

Amparo en revisión 671/2017. DTS México, S. de R.L. de C.V. 5 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 178/2017. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 301/2017. Bayer de México, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 756/2017. Organización Sahuayo, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
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Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 
Tesis de jurisprudencia 50/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada a distancia 
de once de noviembre de dos mil veinte.
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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Época: Décima Época Registro: 2022456 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa, Constitucional) Tesis: 1a. 
XLV/2020 (10a.) 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA 
MATERIA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA.

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-A, fracción I, inciso 
b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor el 1 de enero de 2014, aduciendo que transgrede el principio 
de legalidad tributaria.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el artículo citado no transgrede 
el principio de legalidad tributaria. 

Justificación: El precepto aludido prevé que los alimentos procesados para perros, gatos y pequeñas especies utilizadas 
como mascotas en el hogar causará el impuesto a la tasa general del 16% (dieciséis por ciento). Si bien se tiene que 
la citada porción normativa no establece expresamente qué se debe entender por “pequeñas especies” o “mascotas 
en el hogar”, tal situación no hace que vulnere el principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues de conformidad con el artículo 5o. del Código Fiscal 
de la Federación, del propio artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado se 
conoce que el legislador consideró como objeto del impuesto al valor agregado la enajenación de alimentos procesados 
para consumo animal precisando –como regla general–, la tasa del 16% (dieciséis por ciento). Entonces, no se genera 
incertidumbre sobre el tratamiento legal que les corresponde, es decir, si no se encuentran identificados expresamente 
en el supuesto de excepción como es la aplicación de la tasa del 0% (cero por ciento), en vía de consecuencia, debe 
aplicárseles la tasa general del 16% (dieciséis por ciento), resultando irrelevante el significado que pretenda atribuirse a los 
términos “pequeñas especies” y “mascotas en el hogar”.

PRIMERA SALA
Amparo en revisión 671/2017. DTS México, S. de R.L. de C.V. 5 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 178/2017. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 301/2017. Bayer de México, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Amparo en revisión 756/2017. Organización Sahuayo, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui.
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Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
Época: Décima Época Registro: 2022455 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.4o.A.204 A (10a.) 

IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. NO ESTÁ COMPRENDIDO DENTRO DE LOS IMPUESTOS A QUE ALUDE 
EL ARTÍCULO 2 DEL CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO 
DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN E IMPEDIR LA EVASIÓN FISCAL 
EN MATERIA DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA.
Hechos: En el recurso de revisión fiscal se cuestionó la interpretación del artículo 2, numeral 4, del Convenio entre el 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América para evitar la doble imposición 
e impedir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta, en cuanto a la inclusión del impuesto empresarial a tasa 
única, como análogo al impuesto sobre la renta mexicano; no obstante que no se encuentre expresamente citado.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el impuesto empresarial a tasa única no está comprendido 
dentro de los impuestos a que alude el artículo 2 del convenio mencionado.

Justificación: El referido instrumento internacional está basado en el “Modelo de convenio tributario sobre la renta y sobre el 
patrimonio”, aprobado en el Comité de Asuntos Fiscales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. 
Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada P. XXXVI/2009, de rubro: 
“RENTA. LOS COMENTARIOS AL MODELO DE CONVENIO FISCAL SOBRE LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO, 
EMITIDOS POR LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SON UNA 
FUENTE DE INTERPRETACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LOS TRATADOS BILATERALES QUE SE CELEBREN 
CON BASE EN AQUÉL, EN MATERIA DEL IMPUESTO RELATIVO.”, que los comentarios a dicho modelo, aprobados en 
el comité mencionado, pueden considerarse como una explicación de sus artículos y como una fuente de interpretación 
de éstos. Ahora, la décima edición de la versión abreviada del modelo, publicada por primera vez en 1992 y actualizada 
periódicamente establece, por cuanto al contenido del artículo 2 señalado, que la relación de los impuestos vigentes a la 
firma de un convenio no se considera exhaustiva, salvo que así lo decidan los países firmantes, en cuyo caso propone 
que enlisten los específicamente comprendidos, como ocurre con el Convenio entre el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América para evitar la doble imposición e impedir la evasión fiscal en 
materia de impuestos sobre la renta, el cual, en el caso de México, únicamente incluye al impuesto sobre la renta; de ahí 
que no pueda considerarse comprendido el impuesto empresarial a tasa única. Lo anterior, porque la interpretación que 
se debe conferir al punto 4 del artículo 2 del convenio aludido, en cuanto a que éste aplicará igualmente a los impuestos 
de naturaleza idéntica o análoga que se establezcan con posterioridad a la fecha de firma del mismo y se añadan a los 
actuales o les sustituyan, es que ello se materializa previa modificación del propio instrumento.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 103/2020. Administradora de lo 
Contencioso de Grandes Contribuyentes “5” de la Administración Central de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes 
del Servicio de Administración Tributaria, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público. 13 de octubre 
de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Indira Martínez Fernández, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de 
Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: Homero 
Fernando Reed Mejía.

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 40/2020. Administradora de lo 
Contencioso de Grandes Contribuyentes “1” de la Administración Central de lo Contencioso de Grandes Contribuyentes 
del Servicio de Administración Tributaria, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público. 13 de octubre de 
2020. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza.
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Nota: La tesis aislada P. XXXVI/2009 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 91, con número de registro digital: 166817.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Antecedentes:
El pasado 08 de diciembre del 2020, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (LISR), de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado (LIVA) y del Código Fiscal de la Federación (CFF).

En este caso, se abordan las modificaciones al CFF, las cuales entrarán en vigor a partir del 01 de enero de 2021. Es 
importante mencionar que el CFF contempla reformas en varios artículos, sin embargo, se señalarán las que, desde mi 
punto de vista, considero más relevantes.

Modificaciones:
a. Regla general antiabuso: Se modifica el artículo 5-A, donde se precisa que la recaracterización de los actos jurídicos 
que carezcan de razón de negocios, se limitará a la determinación de las contribuciones, sus accesorios y multas 
correspondientes. Asimismo, se pretende aclarar que la recaracterización que realice la autoridad fiscal, no implicará 
por sí sola, sanciones en materias distintas a la fiscal, pero ello no implica que no pueda iniciarse una investigación por 
la probable comisión de un delito fiscal.

b. Escisión de sociedades: Se establece un nuevo requisito dentro del artículo 14-B, para que se considere que no hay 
enajenación cuando exista una escisión. Dicho requisito se refiere a que cuando se transmitan los activos, pasivos y 
capital, no surja en el capital contable de la sociedad escindente, escindida o escindidas algún concepto cuyo importe 
no se encontraba reconocido en el capital contable del estado de posición financiera aprobado en la asamblea general 
de accionistas que acordó la escisión de la sociedad.

En correlación con lo anterior, se reforma la fracción XII, del artículo 26, en donde se señala que no será aplicable la 
limitante de la responsabilidad solidaria de las sociedades escindidas hasta por el valor del capital de cada una de ellas 
al momento de la escisión, cuando no se cumpla el requisito señalado en el párrafo anterior.

La modificación tiene como antecedente que las autoridades fiscales han detectado casos donde al nivel de subcuentas 
de capital, se transmiten valores que no existían antes de la escisión, creando de esta manera conceptos nuevos. 
Asimismo, se hace énfasis en que la escisión de sociedades tiene como finalidad eficientar los negocios, ya que en los 
últimos años se ha realizado únicamente con fines fiscales.

c. Cancelación de uso de Certificado de Sello Digital (CSD): Se adicionan al artículo 17-H, las fracciones XI (contribuyentes 
emisores de comprobantes fiscales que no desvirtuaron la presunción de inexistencia de las operaciones) y XII 
(contribuyentes que no desvirtuaron la presunción de transmitir indebidamente pérdidas fiscales), incluyéndolas como 
causales de cancelación de uso del CSD.
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En esta modificación, se establece un plazo de 10 días para que la autoridad fiscal resuelva los procedimientos que 
realicen los contribuyentes para subsanar sus irregularidades y en su caso, se les emita un nuevo CSD.

La inclusión de las nuevas fracciones es porque hasta el ejercicio fiscal 2020, se encontraban como supuestos en 
los cuales solo se les restringía el uso del CSD, con lo cual presentaban su aclaración y podían seguir utilizándolo, 
quedando en aptitud de seguir realizando malas prácticas. 

d. Restricción de uso de CSD: Se eliminan de los supuestos del artículo 17-H Bis, es decir, de la restricción del uso del 
CSD, a los contribuyentes emisores de comprobantes fiscales que no desvirtuaron la presunción de inexistencia de las 
operaciones y a los contribuyentes que no desvirtuaron la presunción de transmitir indebidamente pérdidas fiscales, 
mismos que a partir del ejercicio 2021, se encontrarán en la causal de cancelación del uso del CSD. 

Por otra parte, se establece un plazo de 40 días para que los contribuyentes presenten la solicitud de aclaración para 
subsanar las irregularidades por las cuales les fue restringido el uso del CSD. Una vez transcurrido el plazo señalado, 
si no se presentó solicitud de aclaración por parte del contribuyente, la autoridad fiscal procederá a dejar sin efectos 
el CSD.

Como ya se comentó, la finalidad es evitar que las empresas catalogadas como “factureras” y las que transmiten 
pérdidas fiscales indebidamente, sigan realizando sus malas prácticas al solo restringirles el uso del CSD. En cuanto al 
plazo de los 40 días, el objetivo es que no se encuentren procedimientos abiertos por tiempo indefinido.

e. Devolución de saldos a favor: Dentro del artículo 22, se adiciona que, si el domicilio del contribuyente se encuentra 
como no localizado ante el Registro Federal de Contribuyentes (RFC), la solicitud de devolución de saldos a favor se 
tendrá por no presentada. Asimismo, dicha solicitud no será considerada como gestión de cobro que interrumpa la 
prescripción.

Lo anterior deriva de que la autoridad fiscal se percató que en las verificaciones de domicilio que realizaba, desconocían 
al contribuyente, lo cual no le daba certeza de la realización de las operaciones. Al respecto, considero que ello implicará 
que se rechacen de manera recurrente las solicitudes de saldos a favor, ya que ha habido casos en los cuales no se 
realizan las verificaciones de domicilio de los contribuyentes o en su caso, se realizan, pero de manera incorrecta, lo 
cual ocasiona que la autoridad fiscal tenga como no localizado el domicilio del contribuyente.

f. Facultades de comprobación en devolución de saldos a favor: Se reforma la fracción IV, del artículo 22-D, otorgándole 
la posibilidad a la autoridad fiscal de ejercer facultades de comprobación por varias solicitudes de devolución de un 
mismo impuesto, presentadas por un mismo contribuyente y emitir una sola resolución. Asimismo, se le otorga un 
plazo adicional de 10 días, es decir, de 20 días en total, para emitir la resolución correspondiente y notificarla a los 
contribuyentes.

Se señala que lo anterior es con el fin de hacer más eficiente y oportuno el procedimiento de devolución y evitar carga 
administrativa al contribuyente. En relación con lo señalado, será interesante conocer la manera de resolver por parte 
de la autoridad fiscal las solicitudes de devolución cuando se pronuncie respecto de varios saldos a favor, es decir, 
en el caso de que rechace un saldo a favor por alguna inconsistencia, que ello no represente el rechazo de todas las 
solicitudes por las que está ejerciendo sus facultades, ya que se tendría que valorar la documentación aportada.

g. Responsabilidad solidaria: Se agrega la fracción XIX, al artículo 26, estableciendo una responsabilidad solidaria a 
las empresas residentes en México o residentes en el extranjero que tengan un establecimiento permanente en el país, 
cuando tengan operaciones con una parte relacionada residente en el extranjero y respecto de dichas operaciones, la 
parte relacionada pueda constituir un establecimiento permanente en México en términos de las disposiciones fiscales. 
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La responsabilidad solidaria se actualizaría solo cuando exista control efectivo de la parte relacionada del extranjero o 
que sean controladas efectivamente por ella, en los términos del artículo 176, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
Asimismo, la responsabilidad no excederá de las contribuciones que hubiera causado el residente en el extranjero 
como establecimiento permanente en el país.

h. Suspensión de actividades u obligaciones: Se agrega la facultad a la autoridad fiscal a través de la fracción XII, del 
Apartado C, del artículo 27, de suspender o disminuir las obligaciones de los contribuyentes cuando identifiquen que 
estos no han realizado actividades en los últimos 3 ejercicios.

La modificación señalada tiene como fin tener actualizado el padrón de contribuyentes y que se suspendan o disminuyan 
sus obligaciones fiscales sin tener que presentar el aviso correspondiente.

i. Requisitos para presentar aviso de liquidación: Se incluyen en la fracción IX, del Apartado D, del artículo 27, como 
requisitos para la presentación de avisos de cancelación en el RFC de contribuyentes por liquidación total del activo, 
por cese total de operaciones o por fusión de sociedades, los siguientes:

•	 No estar sujetos de facultades de comprobación, ni tener créditos fiscales a su cargo.

•	 No encontrarse incluido en los listados a que se refieren los artículos 69, 69-B y 69-B Bis del CFF.

•	 Que el ingreso declarado y el impuesto retenido por el contribuyente, manifestados en las declaraciones, concuerden 
con los señalados en los Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI) y demás información que tenga en 
su poder o a las que tenga acceso la autoridad fiscal.

Los requisitos señalados ya se establecían, pero a través de una ficha trámite de la Resolución Miscelánea Fiscal (RMF) 
para el ejercicio 2020, lo cual no otorgaba seguridad jurídica a los contribuyentes, lo que ocasionó que se interpusieran 
juicios de amparo en los cuales se señalaba que se atentaba al principio de reserva de Ley. Con la reforma en cuestión, 
la autoridad fiscal busca que no se puedan liquidar empresas que tengan alguna inconsistencia en su situación fiscal.

 
j. Plazo para conservar la contabilidad: Se reformó el artículo 30, en donde se excluye del término general de 5 años 
para conservar la contabilidad, lo siguiente:

•	 La información y documentación necesaria para implementar los acuerdos alcanzados como resultado de los 
procedimientos de resolución de controversias contenidos en los tratados para evitar la doble tributación.

•	 En el caso de actas de asamblea de aumento de capital social, además, se deberán conservar los estados de 
cuenta en los que conste dicha situación cuando los aumentos hayan sido en numerario; los avalúos cuando 
hayan sido en especie y el documento en el que se certifique la existencia contable del pasivo y el valor del 
mismo, cuando sea por capitalización de pasivos. Dicha certificación deberá tener las características que emita la 
autoridad fiscal mediante reglas.

•	 Tratándose de actas de disminución de capital mediante reembolso, se deberán conservar los estados de cuenta 
en los que conste dicha situación.

•	 Cuando se trate de actas de fusión o escisión, conservar los estados de situación financiera, estados de variaciones 
en el capital contable y los papeles de trabajo de la determinación de la cuenta de utilidad fiscal neta (CUFIN) y de 
la cuenta de aportación de capital (CUCA), correspondientes al ejercicio inmediato anterior y posterior a aquél en 
que se haya realizado la fusión o la escisión.



65BOLETÍN
TÉCNICO

•	 En el caso de constancias por distribución de dividendos, se deberán conservar los estados de cuenta en los que 
conste dicha situación.

Sin duda alguna la reforma a este artículo ha sido de las más relevantes, lo cual deriva de que la autoridad fiscal 
ha detectado la creación de atributos en las empresas sin tener el soporte fiscal correspondiente, por tal motivo, se 
establece que la información enlistada anteriormente, debe conservarse durante toda la vida de la persona moral.

En lo particular, me llama la atención lo que la autoridad fiscal denomina “certificación de la existencia contable del 
pasivo y el valor del mismo”, para lo cual será importante conocer las reglas que se emitan al respecto y el alcance que 
las mismas tendrán.

k. Facultades de las autoridades fiscales: Se adiciona el inciso i), a la fracción I, del artículo 33, otorgando a la autoridad 
fiscal la facultad para dar a conocer en forma periódica a los contribuyentes de la LISR, parámetros de referencia con 
respecto a la utilidad, conceptos deducibles o tasas efectivas de impuesto que presentan otras entidades o figuras 
jurídicas que obtienen ingresos, contraprestaciones o márgenes de utilidad por la realización de sus actividades con 
base en el sector económico o industria a la que pertenecen. La difusión de esta información se hará con la finalidad 
de medir riesgos impositivos.

Desde mi punto de vista, el hecho de que la autoridad fiscal señale o tenga presentes determinados porcentajes de 
utilidad o tasas efectivas de impuesto de ciertos sectores, puede ser algo no tan real, ya que, aunque se compare a 
2 empresas del mismo sector, pueden tener ciertas variantes financieras y/o fiscales, derivado de la eficiencia en el 
manejo de sus recursos, lo cual las podrá llevar a tener distintos indicadores económicos; aún más en el tiempo que 
vivimos, en el cual sabemos que la pandemia ha venido a cambiar el mundo de los negocios, por lo cual, la autoridad 
fiscal no puede generalizar a las empresas conforme al sector al que correspondan para el pago de impuestos.

l. Aseguramiento precautorio: Se modifica la fracción III, del artículo 40, con lo cual se incluye a los terceros relacionados 
de los contribuyentes, como sujetos de que se les practique el aseguramiento precautorio de bienes como medida de 
apremio por parte de las autoridades fiscales, la cual se establece que se practicará hasta por la tercera parte del 
monto de las operaciones, actos o actividades que dicho tercero realizó con tal contribuyente.

Asimismo, se reforma la fracción III, del artículo 40-A, donde se señala un nuevo orden para realizar el aseguramiento 
precautorio señalado en el párrafo anterior, donde quedan en los primeros 3 lugares, los depósitos bancarios, las 
cuentas por cobrar y el dinero o metales preciosos. Cabe señalar, que anteriormente, se encontraban en el siguiente 
orden; bienes inmuebles, cuentas por cobrar y los derechos de autor.

De lo anterior, se puede observar que el aseguramiento precautorio que puede ejercer la autoridad fiscal, al sujetarse 
en primer lugar los depósitos bancarios, hará que los responsables solidarios o terceros relacionados con los 
contribuyentes, no se opongan y aporten la información que esta les solicita, ejerciendo la medida de coerción que le 
permiten los artículos señalados.

m. Acuerdos conclusivos: Se reforma el artículo 69-C para establecer que la solicitud de adopción del acuerdo 
conclusivo puede ser a partir de que dé inicio el ejercicio de facultades de comprobación y hasta dentro de los veinte 
días siguientes a aquél en que se haya levantado el acta final, notificado el oficio de observaciones o la resolución 
provisional, según el tipo de revisión que se trate.

Asimismo, en dicho artículo se incluyen algunos supuestos en los cuales no se podrá solicitar la adopción de un 
acuerdo conclusivo y son los siguientes:
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•	 Respecto a las facultades de comprobación que se ejercen para verificar la procedencia de la devolución de saldos 
a favor o pago de lo indebido.

•	 Respecto del ejercicio de facultades de comprobación a través de compulsas a terceros en revisiones de gabinete, 
visitas domiciliarias y revisiones electrónicas.

•	 Respecto de actos derivados de la cumplimentación a resoluciones o sentencias.

•	 Cuando haya transcurrido el plazo de veinte días siguientes a aquél en que se haya levantado el acta final, 
notificado el oficio de observaciones o la resolución provisional.

•	 Tratándose de contribuyentes que se ubiquen en los supuestos de presunción de inexistencia de operaciones y 
los que se encuentren definitivamente en el supuesto de emitir comprobantes fiscales que amparan operaciones 
inexistentes.

La reforma en cuestión es relevante, ya que anteriormente la solicitud de adopción del acuerdo conclusivo no tenía un 
tiempo límite, siempre y cuando fuera antes de que se le notificara el crédito fiscal, donde el contribuyente ya tenía una 
calificación de hechos u omisiones por parte de la autoridad fiscal, lo cual daba la pauta para definir si se solicitaba la 
adopción del acuerdo conclusivo o no. 

n. Sanciones a los concesionarios: En congruencia con las modificaciones a la LIVA, donde se establece la sanción a las 
plataformas que incumplan con sus obligaciones fiscales, de bloquearles temporalmente el acceso al servicio digital, se 
agrega una sanción en el artículo 90-A, la cual va desde los $500,000.00 hasta $1´000,000.00, a los concesionarios de 
una red pública de telecomunicaciones en México que no cumplan, en un plazo máximo de cinco días, con la orden de 
bloquear el acceso al servicio digital y en su caso, desbloquear dicho acceso. Cabe señalar que la sanción se impondrá 
por cada mes de calendario transcurrido en tanto no se cumpla la orden mencionada.

Cabe mencionar que las modificaciones al CFF para el ejercicio 2021, son en su mayoría enfocadas a la fiscalización a 
los contribuyentes por parte de la autoridad fiscal, ya que ello le permitirá ejercer de una mejor manera sus atribuciones.
Sin duda alguna tienen una gran importancia en el cumplimiento de las obligaciones de las empresas, lo cual traerá consigo 
que, como asesores de negocios, les bridemos la asesoría con el fin de que cumplan con sus obligaciones fiscales de 
una manera correcta y oportuna. Asimismo, será importante estar pendientes de la publicación de las reglas que en su 
caso emita la autoridad fiscal relacionadas con el tema en cuestión, lo cual nos permitirá tener una mejor visión de las 
disposiciones fiscales.
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A inicios de junio 2020, el Servicio de Administración Tributaria (SAT) informó por medio de su página de internet, que el 
total de devoluciones de IVA  a los contribuyentes ascendió a 276 mil 983.81 millones de pesos entre enero a junio 20201; 
sin embargo, aún existe un número importante de empresas que continúa esperando la resolución de su solicitud.

Las empresas se han visto en la necesidad de solicitar devoluciones a causa de algunos cambios que ha hecho la 
autoridad fiscal; como la eliminación de la compensación universal, la eliminación del procedimiento expedito para autorizar 
devoluciones de IVA a empresas exportadoras con certificación “AAA”, “AA”, “A”. Estas modificaciones, provocan que 
empresas exportadoras certificadas tengan que esperar 40 días y no 20 días para obtener la devolución, con estos cambios 
los tiempos de recuperación para el sector exportador aumentarán de manera sensible afectando directamente la liquidez 
y capital de trabajo de las industrias exportadoras.

¿Cómo recuperar un saldo a favor?
Existen varias maneras de recuperar el saldo a favor, la dos principales son; la compensación y la devolución.

La compensación, se presenta cuando tenemos un saldo a favor y lo usamos para no pagar un saldo a cargo. De acuerdo 
con el primer párrafo del artículo 23 del Código Fiscal de la Federación (CFF):

Los contribuyentes obligados a pagar mediante declaración únicamente podrán optar por 
compensar las cantidades que tengan a su favor contra las que estén obligados a pagar por 
adeudo propio, siempre que ambas deriven de un mismo impuesto, incluyendo sus accesorios. 
Al efecto, bastará que efectúen la compensación de dichas cantidades actualizadas, conforme 
a lo previsto en el artículo 17-A de este Código, desde el mes en que se realizó el pago de lo 
indebido o se presentó la declaración que contenga el saldo a favor, hasta aquel en que la 
compensación se realice. Los contribuyentes que presenten el aviso de compensación, deben 
acompañar los documentos que establezca el Servicio de Administración Tributaria mediante 
reglas de carácter general. En dichas reglas también se establecerán los plazos para la 
presentación del aviso mencionado. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable tratándose 
de los impuestos que se causen con motivo de la importación ni aquellos que tengan un fin 
específico.

El 7 de enero del 2018 el SAT dio a conocer el primer anteproyecto de la sexta resolución de modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal (RMF) para 2018, donde adiciona la regla 2.3.19 que nos habla específicamente que los saldos a favor 
hasta el 31 de diciembre 2018, se pueden compensar contra las cantidades a pagar siempre que deriven de impuestos 
federales distintos de los que causen con motivo de importación, los administre la misma autoridad y no tengan destino 
específico, incluyendo sus accesorios.
1 Recuperado de: 
https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/64/1/2019-04-02-1/assets/documentos/Inic_PAN_Sen.Minerva_Art.22_CFF.pdf
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Es decir, que a partir del 1 de enero 2019 y como se establece en el artículo 25 de la Ley de Ingresos de la Federación 
(LIF) para el ejercicio fiscal de 2019, solo se pueden compensar los saldos que deriven de un mismo impuesto. Por tanto, 
la necesidad de solicitar devoluciones de saldos a favor de IVA por parte de las empresas se ha incrementado desde el 
año 2019.

Por su parte, las devoluciones de IVA son un derecho que tienen los contribuyentes según lo establecido en el artículo 
22 del CFF que a la letra dice “Las autoridades fiscales devolverán las cantidades pagadas indebidamente y las que 
procedan conforme a las leyes fiscales”

Al respecto el primer párrafo del artículo 6 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA) menciona que “Cuando 
en la declaración de pago resulte saldo a favor, el contribuyente únicamente podrá acreditarlo contra el impuesto a su 
cargo que le corresponda en los meses siguientes hasta agotarlo o solicitar su devolución. Cuando se solicite la devolución 
deberá ser sobre el total del saldo a favor”.

Una vez solicitado en devolución el saldo a favor, la autoridad deberá efectuarla en el plazo de 40 días siguientes a la fecha 
en que se presentó dicha solicitud. De acuerdo con lo que establece el artículo 22 sexto párrafo del CFF: 

Cuando se solicite la devolución, ésta deberá efectuarse dentro del plazo de cuarenta días 
siguientes a la fecha en que se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competente con 
todos los datos, incluyendo para el caso de depósito en cuenta, los datos de la institución 
integrante del sistema financiero y el número de cuenta para transferencias electrónicas del 
contribuyente en dicha institución financiera debidamente integrado de conformidad con las 
disposiciones del Banco de México, así como los demás informes y documentos que señale 
el Reglamento de este Código. Las autoridades fiscales, para verificar la procedencia de la 
devolución, podrán requerir al contribuyente, en un plazo no mayor de veinte días posteriores a 
la presentación de la solicitud de devolución, los datos, informes o documentos adicionales que 
considere necesarios y que estén relacionados con la misma. Para tal efecto, las autoridades 
fiscales requerirán al promovente a fin de que en un plazo máximo de veinte días cumpla con 
lo solicitado, apercibido que, de no hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido de 
la solicitud de devolución correspondiente. Las autoridades fiscales sólo podrán efectuar un 
nuevo requerimiento, dentro de los diez días siguientes a la fecha en la que se haya cumplido 
el primer requerimiento, cuando se refiera a datos, informes o documentos que hayan sido 
aportados por el contribuyente al atender dicho requerimiento. Para el cumplimiento del 
segundo requerimiento, el contribuyente contará con un plazo de diez días, contado a partir del 
día siguiente al que surta efectos la notificación de dicho requerimiento, y le será aplicable el 
apercibimiento a que se refiere este párrafo. Cuando la autoridad requiera al contribuyente los 
datos, informes o documentos, antes señalados, el período transcurrido entre la fecha en que se 
hubiera notificado el requerimiento de los mismos y la fecha en que éstos sean proporcionados 
en su totalidad por el contribuyente, no se computará en la determinación de los plazos para la 
devolución antes mencionados.  
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Figura 1: Proceso de devolución de IVA

Fuente: Elaboración propia con información del artículo 22 sexto párrafo CFF.

De acuerdo con el artículo 146 del CFF el plazo para solicitar saldos a favor es de 5 años a partir de la presentación de la 
declaración de saldo a favor de IVA. 

¿Se pueden reducir los plazos en que la autoridad efectúe la devolución del saldo a favor de IVA?
Como ya se mencionó anteriormente, solo las empresas que optaron por certificarse como modalidad IVA e Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios (IEPS), con los rubros “AAA”, “AA”, “A”. De acuerdo con la Regla General de 
Comercio Exterior (RGCE) 7.3.1, y la regla 2.3.5 de la RMF publicada el 29 de abril 2019 en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) estas empresas certificadas contaban con ciertos beneficios dentro del área de comercio exterior y del área de IVA, 
el principal beneficio era contar con los siguientes plazos preferenciales dependiendo del rubro de la certificación;

Tabla 1: Vigencia y plazos de acuerdo con cada rubro de certificación. 

Fuente: Regla 2.3.5 RMF publicada el 29 de abril 2019

No obstante, el día 30 de junio 2020 se publica la primera resolución de modificaciones a las RGCE para el 2020, en la que 
se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones a la resolución. La cual muestra cambios significativos con 
relación a la versión anterior; dentro de estos cambios se encuentra la eliminación de algunos beneficios de la regla 7.3.1 
como lo es la eliminación de los plazos preferenciales (reflejados en la tabla 1) que tienen las empresas certificadas en la 
modalidad de IVA e IEPS.

Conforme la regla 2.3.4. RMF para los efectos del artículo 22, primer párrafo del CFF y la regla 2.3.9. los contribuyentes del 
IVA solicitarán la devolución de las cantidades que tengan a su favor, utilizando el formato electrónico para devoluciones 
(FED), disponible en el portal del SAT y deberán acompañar la documentación que señalen las fichas de trámite de solicitud 
de devolución del IVA que correspondan, contenidas en el Anexo 1-A.
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Para efectos de esta regla, antes de presentar la solicitud de devolución, los contribuyentes, deberán tener presentada la 
declaración informativa de operaciones con terceros (DIOT) del periodo por el cual se solicita dicha devolución.

Conforme la Regla 2.3.9. RMF 2020:

Para los efectos del artículo 22-C del CFF, las solicitudes de devolución deberán presentarse 
mediante el FED, disponible en el portal del SAT y los anexos 2, 2-A, 2-A-Bis, 3, 4, 8, 8-Bis, 8-A, 
8-A-Bis, 8-B, 8-C, 9, 9-Bis, 9-A, 9-B, 9-C, 10, 10-Bis, 10-A, 10-B, 10-C, 10-D, 10-E, 10-F, 11, 
11-A, 12, 12-A, 13, 13-A, 14 y 14-A, según corresponda, contenidos en el Anexo 1, así como 
cumplir con las especificaciones siguientes: 

I. Tratándose de los contribuyentes que sean competencia de la Administración General de 
Grandes Contribuyentes (AGGC) o de la Administración General de Hidrocarburos (AGH), la 
información de los anexos antes señalados deberá ser capturada en el programa electrónico 
F3241 disponible en el portal del SAT. El llenado de los anexos se realizará de acuerdo con el 
instructivo para el llenado del mencionado programa electrónico, mismo que estará también 
disponible en el citado portal. Por lo que respecta a los anexos 2, 3 y 4, deberán adjuntar el 
archivo en formato (.zip) de forma digitalizada. 

 II. Las personas físicas que tributan en el título IV, capítulo II, sección II de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta (LISR), deberán acompañar a su solicitud de devolución la información de los 
anexos 7 y 7-A, los cuales se obtienen en el portal del SAT al momento en el que el contribuyente 
ingresa al FED.

Adicionalmente la autoridad podrá requerir información para solventar alguna inconsistencia en la solicitud, dicha información 
de conformidad con el SAT podría ser la siguiente:

•	 Papel de trabajo en excel del desglose del 100% de IVA de los clientes
•	 Papel de trabajo en excel de los 5 principales clientes con sus 5 principales operaciones, hipervínculo con pólizas, 

auxiliares y cruce con estado de cuenta bancario
•	 Carpeta de cada uno de los 5 principales clientes (contrato, facturas, pólizas contables, auxiliares)
•	 Papel de trabajo en excel, del desglose del 100% de los proveedores
•	 Papel de trabajo en excel de los 5 principales proveedores con sus 5 principales operaciones, hipervínculo con pólizas, 

auxiliares y cruce con estado de cuenta bancario
•	 Carpeta de cada uno de los 5 principales proveedores (contrato, facturas, pólizas contables, auxiliares)
•	 Carpeta con los pedimentos de importación del mes y una relación en excel con hipervínculos entre sí
•	 Relación de flujo de efectivo de cuentas bancarias (estado de cuenta bancario en formato excel)
•	 Conciliación de bancos vs. F32412 vs DIOT vs declaraciones y pagos (DYP)
•	 Escrito en el que aclare la diferencia en el saldo a favor manifestado en la declaración y el determinado por la autoridad
•	 Otra información que la autoridad puede requerir

Es importante destacar que cuando el cumplimiento del requerimiento se realice por medio de un escrito libre, este deberá 
contener la firma del contribuyente o del representante legal, en caso de actuar por un tercero acreditar la personalidad del 
mismo.

2 El formato F3241, es un programa electrónico, que te permite capturar la información de los anexos electrónicos de las formas oficiales 32 “Solicitud de devolución” o 41 “Aviso de compensación”, en 
materia del ISR; este formato genera un archivo electrónico encriptado, el cual deberás adjuntar a tu FED si eres contribuyente competencia de la Administración General de Grandes Contribuyentes o de 
la Administración General de Hidrocarburos
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Por lo que hemos visto las solicitudes de devoluciones del IVA se ha vuelto un proceso complicado para las empresas, 
afectando su liquidez y poniendo en riesgo su operación. Además, la información que en ocasiones requiere la autoridad 
es demasiada y suele ser exagerada.

Se han hecho varias peticiones e iniciativas para agilizar o disminuir los plazos que tiene la autoridad. Una de estas 
iniciativas es la del senador Alejandro Armenta Mier3, en la cual pide que se reformen el párrafo sexto y décimo tercero del 
artículo 22 del CFF disminuyendo los plazos que la autoridad tiene para dar una resolución a dicha solicitud.

En la reforma fiscal para 20214 publicada en el DOF el 8 de Diciembre 2020 se adiciona un párrafo en el artículo 22 del CFF, 
el cual detalla, que se tendrá por no presentada la solicitud de devolución en caso que el contribuyente o el domicilio fiscal 
manifestado, se encuentren como no localizados ante el Registro Federal de Contribuyente (RFC). 

Otro cambio importante es a la fracción IV del artículo 22-D del CFF, menciona que si existen varias solicitudes del mismo 
contribuyente de una misma contribución la autoridad fiscal podrá emitir una sola resolución por cada una o por la totalidad 
de solicitudes. 

Dentro de la fracción VI del artículo 22-D del CFF se establece que la autoridad deberá emitir su resolución sobre las 
facultades de comprobación dentro de un plazo no mayor a 20 días hábiles. Y en caso de ser favorable la autoridad 
efectuará la devolución dentro de los 10 días siguientes notificada la resolución. En caso que la devolución se haga fuera 
del plazo antes mencionado se pagarán los intereses de acuerdo con el artículo 22-A del CFF.

En mi opinión detrás de estos cambios considero que la autoridad quiere ser más eficiente en la emisión de las resoluciones, 
además de tener la certeza de la realización de las operaciones en el domicilio manifestado por el contribuyente.

3 Recuperado de:
https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/64/1/2019-04-02-1/assets/documentos/Inic_PAN_Sen.Minerva_Art.22_CFF.pdf
4 Recuperado de: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/liva/LIVA_ref44_08dic20.pdf
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En meses recientes la Comisión de Normas de Auditoria y Aseguramiento (CONAA) del Instituto Mexicano de Contadores 
Públicos, A.C. (IMCP) emitió una actualización de la guía “Informe del Comisario”, mediante la cual se proporcionan 
sugerencias, no obligatorias, para que los contadores públicos independientes que ejercen la función de comisarios, 
cuando también son los auditores externos de una entidad, cumplan con las obligaciones impuestas a ésta figura por la 
Ley General de Sociedades Mercantiles (LGSM). Referirse al Folio No. 118/2019-2020.- Guia – Informe del Comisario del 
30 de septiembre del 2020, para ver el modelo de informe sugerido. 

En ocasión de este evento, la Comisión de Investigación Profesional (COINPRO) de éste Colegio de Contadores Públicos 
de Guadalajara Jalisco, A.C., en su sesión del mes de noviembre del 2020, realizó un repaso del rol y responsabilidades 
del comisario como parte de los órganos de gobierno corporativo de las sociedades. 

A continuación, resumimos los temas más relevantes discutidos durante la sesión. Como podrá inferirse de los puntos 
siguientes, el rol de comisario representa una responsabilidad individual muy relevante para quien la ejerza y tanto, ante 
los accionistas en primer lugar, pero también ante terceros interesados en la buena marcha de la sociedad. 

Concepto: 
El Comisario es el órgano de la sociedad encargado de las funciones de vigilancia en las sociedades anónimas. Vale la 
pena resaltar que aunque para el resto de sociedades reguladas por la LGSM la figura de comisario no es obligatoria, pero 
tampoco prohibida. 

Situación jurídica: 
Qué no es: No son mandatarios, ni son representantes de la Sociedad ante terceros. Tampoco es representante de la 
Asamblea. 

Qué sí es: Prestador de servicios que se desenvuelve internamente, y el puesto debe ser remunerado.

Función: Fiscalizar en todas sus partes la administración de la Sociedad, que culmina con el estudio crítico de los Estados 
Financieros; así como dar cuenta a la Asamblea de las infracciones de la Administración.

Como órgano de vigilancia: 
•	 Es una figura obligatoria en las Sociedades Anónimas.
•	 Tutela y controla los derechos de los socios, obligacionistas y terceros involucrados.
•	 La Asamblea los nombra, en casos especiales, la autoridad judicial (interinato).
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Quiénes no pueden ser comisarios: 
De acuerdo con el Artículo 165  de al LGSM :
•	 Los que conforme a la Ley estén inhabilitados para ejercer el comercio;
•	 Los empleados de la sociedad, así como los empleados de aquella  Sociedad en la que esta tenga una participación 

del 25% del CS, ni lo empleados de aquellas sociedades en la que la sociedad en cuestión tenga una participación de 
mas del 51% del CS.

•	 Los parientes consanguíneos de los Administradores, en línea recta sin limitación de grado, los colaterales dentro del 
cuarto y los afines dentro del segundo.

Cuáles son las responsabilidades del Comisario: 
•	 Responden individualmente ante los accionistas y ante terceros.
•	 Denunciar irregularidades de quienes las han procedido.
•	 Si se violan derechos especiales de accionistas y no se denuncian, se puede exigir resarcimiento de daños y perjuicios 

(Art. 1917 y 1988 C.C.).
•	 No existe plazo especial para exigir judicialmente responsabilidad (Art. 1045 C.C.)
•	 La carga de la prueba de culpabilidad de los Comisarios está a cargo de la parte demandante (Art. 161 y 163 LGSM).
•	 Cuando el Comisario sea removido por causa de responsabilidad, cesará inmediatamente en el desempeño de sus 

funciones, y no podrá ejercer nuevamente el cargo (Art. 162 LGSM).

Finalmente, las facultades del Comisario son: 
•	 Verificar constitución y subsistencia de garantía.
•	 Exigir la entrega de la balanza mensual e información de los administradores.
•	 Inspeccionar libros y papeles.
•	 Formación de balance anual.
•	 Insertar en el Orden del Día del Consejo o Asamblea, puntos que se crean pertinentes.
•	 Convocar a Asamblea Ordinaria y Extraordinaria.
•	 Asistir con voz, pero sin voto a juntas y Asambleas.
•	 Vigilar indistintamente cualquier tipo de operación
•	 Mencionar denuncias de cualquier accionista.
•	 Nombrar administradores en ciertos casos.
•	 Vigilar que no se disponga de capital y reservas (ciertos casos).
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INTRODUCCIÓN
Hoy en día no se podría entender la defraudación fiscal y su equiparable en la mayoría de los casos sin la intervención del 
asesor fiscal, toda vez que las leyes fiscales son en México particularmente complejas. El Código Fiscal de la Federación 
describe en su artículo 197 el concepto de asesor fiscal mencionando textualmente lo siguiente:

“…
Se entiende por asesor fiscal cualquier persona física o moral que, en el curso ordinario de 
su actividad realice actividades de asesoría fiscal, y sea responsable o esté involucrada en el 
diseño, comercialización, organización, implementación o administración de la totalidad de un 
esquema reportable o quien pone a disposición la totalidad de un esquema reportable para su 
implementación por parte de un tercero.” (Código Fiscal de la Federación, 2020, art.197)

En el presente año 2020, el ejecutivo presentó ante el Congreso de la Unión una propuesta de reforma al artículo 197 del 
Código Fiscal de la Federación con la finalidad de establecer la obligación al asesor fiscal (AF) de reportar todos aquellos 
esquemas que se consideran reportables ante las autoridades fiscales y ésta sola situación implica un cambio radical en la 
responsabilidad penal del sujeto mencionado.  El objetivo del presente artículo es analizar este supuesto y algunos otros 
más a los que se enfrentan los fiscalistas en el ejercicio de su profesión.

Las autoridades fiscales hoy en día, en virtud de la reforma a diversas normas jurídicas entre ellas a el Código Fiscal de 
la Federación y en específico a la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, que otorga herramientas más robustas 
para la investigación y persecución de los delitos fiscales, en específico, aquellos esquemas donde predomina la simulación 
utilizando para tal efecto como principal vehículo a las denominadas empresas fantasmas o empresas factureras.

Es importante mencionar que México no es el único país donde se diseñan esquemas de defraudación utilizando a las 
denominadas empresas fantasmas. Está documentado en la literatura jurídica la utilización de este tipo de empresas en 
casi todos los países del mundo en específico Alemania, España, Argentina, El Salvador entre otros.    

Por último, es importante puntualizar que en el delito de defraudación fiscal y su equiparable, la comisión siempre será 
dolosa, es decir, no admite otra forma de comisión como podría ser la culposa. El dolo directo es un elemento del delito que 
se deberá de estar presente siempre en la comisión de este delito.  
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1.NATURALEZA ESPECIAL O COMÚN DE DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL Y LAS REPERCUSIONES QUE DE 
ELLO SE DERIVAN PARA EL ASESOR FISCAL.
Para iniciar, es importante mencionar que cuando se habla de delitos fiscales debe considerarse que es un delito especial, 
esto quiere decir que el sujeto activo del delito sólo puede ser quien tiene la característica de contribuyente, es decir, 
aquel que tiene una relación jurídica con la hacienda pública en virtud de situarse en la situación jurídica o de hecho como 
generador o retenedor del tributo.

Es tan contundente lo anterior que la sentencia de la AP de Madrid de 21 de diciembre de 1992 (ponente Fernando García 
Nicolás) señala en su parte medular lo siguiente:

“El delito fiscal es un delito especial de propia mano que sólo puede ser cometido por quien 
esté atado con la Hacienda Pública por una relación Jurídico tributaria y no por un tercero, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que éstos puedan incurrir como participes en el delito, de 
acuerdo con la doctrina de la participación en los delitos especiales o propios…” (Pedroche, 
2007)

Ahora bien, el Código Fiscal de la Federación en su artículo 95 menciona las formas de intervención en los delitos fiscales, 
en el presente artículo nos enfocaremos especialmente en el delito de defraudación fiscal y su equiparable y la intervención 
del asesor fiscal en dichos delitos. 

Especial atención pondremos en las fracciones VIII y IX del Código Fiscal de la Federación, artículo que en sus fracciones 
ya mencionadas señala textual mente lo siguiente:

“Artículo 95
…  
VIII. Tengan la calidad de garante derivada de una disposición jurídica, de un contrato o de los 
estatutos sociales, en los delitos de omisión con resultado material por tener la obligación de 
evitar el resultado típico (Código Fiscal de la Federación, 2020).

IX. Derivado de un contrato o convenio que implique desarrollo de la actividad independiente, 
propongan, establezcan o lleven a cabo por sí o por interpósita persona, actos, operaciones o 
prácticas, de cuya ejecución directamente derive la comisión de un delito fiscal (Código Fiscal 
de la Federación, 2013)

De la lectura del artículo anterior podemos advertir que en el año 2013 se adicionan las fracciones VIII y IX del Código 
Fiscal de la Federación, reforma que armonizada con la del artículo 197 en el año 2019, implica un cambio trascendental a 
la responsabilidad penal del asesor fiscal en virtud de la infracción de un deber, el deber de reportar.

De igual forma el asesor fiscal puede ser partícipe del delito de defraudación fiscal en alguna de sus modalidades en virtud 
de una disposición jurídica, esta forma de participación se configura a partir de la reforma en el año 2019 vigente a partir del 
año 2020, toda vez que es en el artículo 197 cuando le otorga la obligación o calidad de garante al asesor fiscal de reportar 
los denominados reportables, este concepto es de suma importancia en tratándose de la responsabilidad del asesor fiscal.
La fracción IX en relación con las fracciones V, VI, y VII menciona la participación del asesor fiscal en su calidad de 
prestador de servicios independiente situación que se configura mediante un contrato ya sea verbal o escrito, pudiendo 
ser su intervención como inductor, cómplice, cooperador necesario, encubridor, pero nunca como autor del delito de 
defraudación fiscal.
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 2. FORMAS DE INTERVENCIÓN DEL ASESOR FISCAL EN LA DEFRAUDACIÓN FISCAL Y SU EQUIPARABLE.
Como se vio en los párrafos precedentes, los delitos fiscales son tipos penales que tienen como característica que requieren 
de un sujeto activo específico. En este caso la característica de contribuyente o sujeto del impuesto, y en consecuencia 
el asesor fiscal no podrá ser sujeto activo de delito, sino como ya se mencionó, como partícipe del mismo realizando la 
función de inductor, cómplice y cooperador necesario.

Lo anterior en virtud de la teoría del dominio del hecho objetiva-subjetiva, en virtud de la acción, de la voluntad o dominio 
funcional del hecho, toda vez que son los contribuyentes los que tiene la posibilidad material concreta de decidir si se 
materializa el hecho delictivo en cuanto a su ejecución o interrupción.

El sistema jurídico mexicano es congruente con otros sistemas jurídicos como el Español, Colombiano, Argentino, sistemas 
que consideran que el delito de defraudación es un delito de autor que solo puede ser cometido por quien tiene la calidad 
de contribuyente.

3. FORMAS DE INTERVENCIÓN DEL ASESOR FISCAL.
Ahora bien, es en las fracciones III, IV y V del 95 del Código Fiscal de la Federación, las formas que el asesor fiscal puede 
intervenir en el delito de defraudación fiscal y su equiparable, mencionado que su forma de participación es mediante la 
inducción, la ayuda y el auxilio al sujeto activo del delito una vez que se cometió en virtud de una promesa anterior.

En las siguientes líneas se analizan lo que se entiende por inducción y sus características principales para la comisión de 
un delito:

•	 La inducción también llamada instigación, es la determinación dolosa de otro a la comisión de un hecho doloso 
antijurídico. 

•	 La inducción debe ser directa, es decir, debe ir dirigida a unas personas determinadas, así como a un delito preciso.
•	 El inductor debe actuar con “doble dolo”, es decir debe actuar con dolo (que puede ser eventual) de crear la decisión 

criminal del otro y de que se realice el hecho antijurídico.
•	 Sobre el dolo de crear la decisión criminal del otro debemos recordar que debe ser con respecto a un delito concreto 

ya determinado autor o autores. (Pedroche, Responsabilidad penal, civil y adminsitrativa del asesor fiscal., Mayo 2007)

El asesor fiscal como inductor:
•	 El asesor fiscal aconseja a sus clientes con el fin de eludir el pago de sus obligaciones tributarias, sabiendo éste que 

dicho consejo supone una invitación para delinquir, el papel de profesional parece circunscribirse en la cooperación 
necesaria o la inducción con la posible atenuación de la pena.

•	 La cuestión principal en este punto, sin embargo, radica en el problema probatorio que se plantea en la mayoría 
de los supuestos, toda vez, que el asesor interviene generalmente desde fuera y con mucha discreción, siendo en 
muchos casos el cliente el que se encarga formalmente de las actuaciones directas frente a la Administración tributaria. 
(Pedroche, Responsabilidad penal, civil y adminsitrativa del asesor fiscal, 2007)

La inducción en la jurisprudencia española:
•	 La inducción ha de ser:
•	 A).- Anterior al hecho punible puesto que es su causa.
•	 B).- Directa, es decir, ejercida sobre una persona determinada y encaminada a la comisión de un delito también 

determinado.
•	 C).- Eficaz o con entidad suficiente para mover la voluntad del inducido a la realización del hecho perseguido.
•	 D).- Dolosa en doble sentido de que conscientemente se quiere tanto inducir como se cometa el delito a que se induce.
•	 E).- Productora de su específico resultado porque el indiciado haya, por lo menos dado comienzo a la ejecución del 

delito. (Pedroche, 2007).
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El Asesor fiscal cuando ayuda o auxilia en su calidad de cooperador necesario.
La cooperación necesaria impone una contribución causal del delito, que culmina el resultado típico. Quiere decir que el 
cooperador debe aportar una acción causal- fisca o psíquica- para la realización del tipo o, dicho de otra forma, es precisa 
una conexión causal entre la contribución del cooperador del cooperador en la ejecución del delito cuando suprimida, 
mentalmente tal conducta, dejaría de ejecutarse el hecho en su concreta configuración por parte del autor, de manera que 
deviene necesario que el medio de cooperación aportado hay sido incorporado al plan de ejecución.

El mero consejo para la preparación del delito presenta problemas evidentes en cuanto a la prueba de su causalidad, 
porque no es suficiente con limitarse a determinar exclusivamente que la ayuda psíquica ha aumentado el riesgo de una 
acción típica del autor, sino que ha de concretarse cuál ha sido la contribución del cooperador al resultado típico y ponderar 
cuál habría sido el resultado si no se hubiera aportado dicha ayuda.

Por ello, la ayuda aportada por el cooperador ha de ser directamente percibida, asumida y aceptada por el autor directo y, 
a su vez, el cooperador debe conocer las intenciones derivadas del autor y el delito que se pretende ejecutar. (Pedroche, 
Responsabilidad penal, civil y administrativa del asesor fiscal., 2007)

El asesor fiscal como coautor del delito de delincuencia organizada:
En el año 2019 se elevó el delito de defraudación fiscal a la categoría de delincuencia organizada teniendo como 
consecuencia que la participación del asesor fiscal cuando la defraudación fiscal rebasa la cantidad de $7,804,230 puede 
ser considerada en su calidad de autor del delito de encubrimiento y como coautor del delito de delincuencia organizada. 
Para esto es necesario que el asesor fiscal actúe en compañía de dos o más personas en la comisión del delito de 
defraudación fiscal, esto implica ya un cambio en la participación del asesor fiscal en su calidad de autor, por lo que es 
importante poner especial atención en la comisión del delito de defraudación fiscal cuando el monto supera la cantidad de 
$7,804,230.

CONCLUSIONES
En virtud de lo anterior, el asesor fiscal deberá de tener especial cuidado cuando intervenga en algún esquema de planeación 
fiscal, ya que si bien, es cierto no todas las planeaciones fiscales son ilegales o mejor dicho, implican un delito, también es 
cierto que el contribuyente puede distorsionar la propuesta del asesor fiscal y al momento de su implementación incurrir 
en el delito de defraudación. La recomendación será que el asesor implemente medidas de prevención del delito mediante 
la documentación de la asesoría, su intervención en la implementación para tener elementos en un momento dado poder 
acreditar su inocencia en caso de que la autoridad lo involucre en la comisión del delito de defraudación fiscal y su 
equiparable, por último, se reitera la importancia de cumplir con el envío de los esquemas reportables en el que intervenga.        

FUENTES DE CONSULTA
Código Fiscal de la Federación. (2013). Diario Oificial de la Federación. Ciudad de Méxio: Cámara de Diputados, H. 
Congreso de la Unión, 9 de diciembre de 2013.

Código Fiscal de la Federación. (08 de 12 de 2020). Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, México: Cámara de 
Diputados de H. Congreso de la Unión. Obtenido de http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cff.htm

Pedroche, J. A. (2007). Responsabilidad penal, civil y administrativa del asesor fiscal. Valencia: Centro de Estudios 
Financieros.



Autor:
CPC José Luis Mercado Ibarra

Aplicación de la Ley 
Nacional de Extinción de 

Dominio a servidores 
públicos

Comisión de Sector Gobierno



82BOLETÍN
TÉCNICO

Tomando en cuenta que el tema de la extinción de dominio ha cobrado relevancia en años recientes, por las consecuencias 
que se derivan de los descuidos que los particulares tenemos en las actividades que de manera ordinaria realizamos con 
otras personas; por ello, a continuación expondré unas situaciones en las que podríamos incurrir si no somos cuidadosos 
en los detalles. Desde luego que de este tema se pueden comentar muchos casos y los diferentes resultados que se 
originan.

Los servidores y principalmente los funcionarios públicos son personajes vulnerables al escrutinio de la ciudadanía, y por 
ende, a ser acusados de incremento injustificado de su patrimonio.

A continuación planteo lo siguiente:

El 14 de marzo del año 2019 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto con el que se reformó el artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de extinción de dominio.

La reforma al artículo constitucional mencionado establece que mediante un procedimiento de naturaleza civil, el ministerio 
público es quien ejercitará la acción de extinción de dominio, independientemente de las acciones de carácter penal que 
procedan.

La Ley Nacional de Extinción de Dominio es la que establece los mecanismos para la administración de los bienes en 
proceso de extinción, y el procedimiento para que la autoridad disponga su uso, usufructo, enajenación y monetización; así 
como el destino y en su caso, la destrucción de dichos bienes.

Su principal objetivo es tener los fundamentos legales para poder dar un golpe a los criminales, porque se tiene la posibilidad 
de quitarles los bienes y evitar que sigan delinquiendo; sin embargo, es muy probable que perjudique a personas incorrectas.

La aplicación de esta precepto es sobre bienes patrimoniales de los cuales no pueda acreditarse su legítima procedencia 
y que estén relacionados con alguna investigación derivada de hechos de corrupción, encubrimiento y demás delitos 
cometidos por servidores públicos; de delincuencia organizada; recursos de procedencia ilícita; delitos contra la salud; 
secuestro, extorsión; etc.

Desde luego, se garantiza a las personas que se consideren afectadas por el proceso de extinción de dominio, el acceso 
a medios de defensa adecuados para que demuestre que la procedencia de sus bienes es legítima.

Como lo comenté en el párrafo inicial del presente documento, la ley en análisis, es reglamentaria del artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de extinción de dominio, en cumplimiento de 
los acuerdos tomados en diversas convenciones y demás instrumentos internacionales que regulan el decomiso, en su 
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vertiente civil que es la materia de esta Ley, vinculatorios para el estado mexicano. Sus disposiciones son de orden público 
e interés social y tiene por objeto regular:

I. La extinción de dominio de bienes a favor del Estado por conducto del gobierno federal y de las entidades federativas, 
según corresponda, en los términos de la presente Ley;

II. El procedimiento correspondiente;

III. Los mecanismos para que las autoridades administren los bienes sujetos al proceso de extinción de dominio, 
incluidos sus productos, rendimientos, frutos y accesorios;

IV. Los mecanismos para que, atendiendo al interés público, las autoridades lleven a cabo la disposición, uso, usufructo, 
enajenación y monetización de los bienes sujetos al proceso de extinción de dominio, incluidos sus productos, 
rendimientos, frutos y accesorios, y

V. Los criterios para el destino de los bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia y, en su caso, la destrucción 
de los mismos.

Esta norma jurídica puede resultar perjudicial para los ciudadanos que no obstante sus bienes sean de procedencia lícita, 
se vean inmiscuidos de manera involuntaria, con personas que probablemente llevaron a cabo hechos delictivos; por 
ejemplo, el dueño de una bodega otorga el uso o goce en arrendamiento a una persona física o jurídica, y posteriormente 
resulta que en dicho inmueble almacenaron mercancía robada o de contrabando, la autoridad competente puede confiscar 
la bodega porque en la carpeta de investigación que integró existen indicios o sospecha que el arrendador se encuentra 
relacionado con las actividades ilícitas, y por tanto, también se le considera responsable sujeto a investigación en su 
carácter de imputado.

Al respecto, el artículo 219 del Código Nacional de Procedimientos Penales dispone que será hasta que el imputado 
y su defensor sean convocados a la audiencia inicial cuando tendrán derecho a obtener copia de los registros de la 
Carpeta de Investigación y enterarse de todas las pesquisas que presuntamente lo vinculan como responsable penal, para 
posteriormente hacer valer sus garantías de legalidad y defensa.

Esta situación puede presentarse aún tiempo después de que la relación contractual de arrendamiento del inmueble 
hubiese terminado y el arrendatario desaparecido; los bienes podrán ser confiscados y vendidos por la autoridad debido a 
que en esa propiedad se cometieron actos delictivos.

En otro caso, si una persona vendió una propiedad (terreno, casa, bodega, edificio, etc.) a un individuo que tiempo más 
adelante fue imputado como partícipe en delitos contra la salud y acusado de narcotráfico, puede llegarse al extremo de 
confiscar el dinero recibido como producto de la venta de la propiedad referida; no obstante constan en la escritura pública 
correspondiente todos los detalles de la operación incluyendo los datos de identificación de los participantes en el contrato 
de compra venta; la forma en que se pagó el precio de la operación; y otra información más; lo cual obligaría de alguna 
manera a que el vendedor, en este caso, investigue cuál fue el origen del dinero con el cual le pagaron para asegurarse 
que es lícito. En este supuesto, el vendedor tendrá que defenderse en contra de la confiscación del dinero para que se lo 
reintegren, o en su defecto, que la autoridad le devuelva el bien inmueble motivo de la operación.

En forma similar puede ocurrir si una persona compra un terreno para edificar su planta, bodega o torre de departamentos, 
y tiempo después el vendedor fue acusado de delincuencia organizada, extorsión o secuestro; en este caso, el comprador 
puede ser despojado de los bienes mencionados y quedarse sin nada si no logra desvirtuar la presunción de tener 
complicidad o involucramiento en las actividades ilícitas; para ello, tendrá que recurrir a abogados, pelear durante algunos 
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años y si demuestra que él actuó de buena fe y que no conocía las ocupaciones delictivas del vendedor, lo más probable 
es que el bien ya hubiese sido vendido por el gobierno y sólo recibirá el equivalente al valor que tenía cuando se lo 
confiscaron, descontando los gastos legales y administrativos que efectuó el gobierno.

Es aplicable esta ley respecto a los delitos que cometen los servidores públicos, como son los casos de corrupción, 
soborno, colusión, peculado, extorsión, fraude, cohecho, encubrimiento, y los demás a los que se refieren los códigos 
penales (federal y estatales), lo cual crea un espacio muy grande para que la autoridad intervenga ya que cualquiera 
de los delitos mencionados puede sancionarse y por tanto se decrete la extinción de dominio. La consecuencia es que 
el Estado les quita a los criminales sus bienes porque presume que fueron adquiridos con el producto de los delitos, y 
supuestamente en forma posterior los regresará a la sociedad, convertidos en recursos líquidos para construir obras y 
proporcionar servicios públicos.

Uno de los agravantes de esta ley se refiere a las violaciones legales en que incurrirá el Estado cuando sea el caso en que 
el imputado (investigado) obtenga sentencia absolutoria y exija la restitución de sus bienes; esto seguramente ocurrirá, 
porque la ley permite que el gobierno se apodere de los bienes, y aun y cuando todavía no se emita la sentencia, los puede 
vender sin el consentimiento del propietario y utilizar el producto de la venta para sus programas.

Si resultara infundada la extinción, el Estado devolverá el equivalente al costo de los bienes tomando en consideración 
el valor que tenían a la fecha en que los incautó restándole los gastos de administración, así como costo de avalúos, 
edictos, honorarios de los abogados que intervinieron, etc.; la cantidad que resultará será muy inferior a su valor real, 
independientemente de la valía sentimental que tenga para su dueño.

A continuación comentaré algunos de los casos que recientemente se han dado a conocer por medio de la prensa, sobre 
las actividades de ex funcionarios públicos que presuntamente resultaron acciones delictuosas sobre las cuales se podría 
aplicar la ley nacional de extinción de dominio.

Al señor Emilio Lozoya Austin se le imputan 3 tres delitos: operaciones con recursos de procedencia ilícita, asociación 
delictuosa y cohecho; de lo cual la Fiscalía General de la República determinó que la empresa brasileña Odebrecht le 
pagó al menos 9.15 millones de dólares al señor Lozoya a cambio de que los favoreciera con diversos contratos; dinero 
con el cual posteriormente adquirió y escrituró a nombre de su esposa, una residencia en Ixtapa, Guerrero valuada en 1.9 
millones de dólares. De la investigación se desprende que también están involucradas la madre, una hermana y la esposa 
del ex funcionario público. A la fecha no se resuelto su situación jurídica. Es posible aplicar la extinción de dominio, aún y 
cuando no se termine el proceso penal.

Al ex gobernador del estado de Nayarit, señor Roberto Sandoval Castañeda, se le acusa de presuntos vínculos con un 
grupo delictivo mexicano dedicado al narcotráfico y tráfico de armas; por ello, la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) 
tiene bloqueadas varias cuentas bancarias. La investigación inició porque fue muy notorio el cambio en el estilo de vida y 
la red de empresas con diversas actividades comerciales e industriales, formadas con familiares y colaboradores. Tiene 
órdenes de aprehensión para luego iniciar su proceso penal y demás consecuencias. Es posible aplicar la extinción de 
dominio sobre sus bienes.

En el caso del Senador Miguel Ángel Osorio Chong, fue exonerado por la Fiscalía General de la República como resultado 
de la investigación que se abrió por presunto crecimiento inexplicable de su patrimonio. Se llegó a esta conclusión, luego de 
que el imputado rindió su declaración y acreditó que devolvió un préstamo que había solicitado a un banco, para la compra, 
que no se concretó, de una casa habitación. No ha lugar a sujetarlo a proceso penal por la presunción mencionada, ni la 
aplicación de la extinción de dominio.

Derivado de la investigación que realizó la Auditoría Superior de la Federación sobre ciertas triangulaciones llevadas a 
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cabo a través de la Secretaría de Desarrollo Social SEDESOL a universidades públicas y de ahí a empresas inexistentes o 
fantasmas, con lo cual desviaron 7 mil 500 millones de pesos, en una operación que se denominó “La estafa maestra”; en 
consecuencia, la Unidad de Inteligencia Financiera presentó denuncia ante la Fiscalía General de la República en contra 
del señor Emilio Zebadúa González, y sus hermanos Lourdes y Ramón, mismos apellidos, acusándolos de probables 
operaciones con recursos de procedencia ilícita por 205 millones de pesos. Está en proceso su carpeta de investigación; 
mientras tanto, es viable aplicar la extinción de dominio.

Por otra parte, el artículo 15 de la Ley en comento, establece la presunción de buena fe en la adquisición y destino 
de los bienes, para lo cual la parte demandada y/o las personas afectadas deberán acreditar suficientemente lo siguiente:

a) Que la operación se efectuó en fecha cierta y anterior a la realización del hecho ilícito;

b) Que se pagaron en forma debida y oportuna las contribuciones causadas;

c) Que el bien se adquirió de forma lícita y la posesión fue de forma continua, pública y pacífica;

d) Que tuvo impedimento real para conocer que el bien afecto a extinción se utilizó como instrumento del hecho ilícito.

e) Y cualesquier otra circunstancia análoga.

En cuanto al destino de los bienes, la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, 
en su artículo 1º., establece que este ordenamiento tiene por objeto regular la administración y destino, por parte del 
Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado (INDEP), de los diversos bienes decomisados, embargados, abandonados, etc.

El tercer párrafo de este artículo define que el INDEP es quien administra, enajena, usa, usufructúa, monetiza, da destino 
o destruye directamente los bienes que le sean transferidos; puede nombrar depositarios, liquidadores, interventores o 
administradores de los mismos, así como encomendar a terceros la enajenación y destrucción de éstos.

CONCLUSIÓN:
La Ley Nacional de Extinción de Dominio es un instrumento jurídico con alcance ilimitado para perjudicar a quienes lleven 
a cabo actividades delictuosas; sin embargo, en su aplicación también puede afectar a otras personas que actuaron de 
buena fe, quizás de manera inocente o descuidada, y por ello, se le puedan quitar sus bienes y patrimonio que forjó en el 
transcurso de toda su vida.

En lo referente a servidores y funcionarios públicos, conocemos por los medios de comunicación y las redes sociales, los 
casos de corruptelas en las que se han visto involucrados y de los cuales muy pocos han resultado culpables; esto es 
debido a que la aplicación de esta ley, el Código Penal Federal y los correspondientes a las entidades federativas, ha sido 
benevolente, discrecional y negligente; por tanto, quedan impunes la gran mayoría de los delitos que generaron riqueza 
inexplicable.

Existen muchos casos en los que es público y notorio el incremento en el patrimonio de algunos ex servidores públicos y 
no se les investiga para determinar si el origen de sus bienes fue legítimo.

Respecto del INDEP, se descubrieron y dieron a conocer algunos de los actos de corrupción en que incurrieron varios 
de sus servidores públicos, y en consecuencia, NO es la institución confiable y adecuada para el manejo y destino de los 
bienes sobre los cuales se aplicó esta Ley.
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GENERALIDADES-
Estamos por concluir el año 2020, el cual sin lugar a duda, conservaremos en la memoria por encima de otros.  México 
y el Mundo se encuentran inmersos en una pandemia que en sus inicios parecía lejana de alcanzarnos, razonablemente 
controlable, y con la que ni remotamente habríamos imaginado llegar al final del año en sus momentos más agudos,  la 
enfermedad causada por el nuevo coronavirus “COVID-19” (“CO” para corona, “VI” para virus, “D” para enfermedad y “19” 
para el año en que se identificó por primera vez el brote, a fines de 2019).

Los resultados alcanzados en el combate al COVID 19 han sido distintos en cada país, lo que ha dependido del control 
y medidas impuestas por cada Gobierno. En el caso particular de México los daños causados por esta pandemia han 
afectado distintos ámbitos, iniciando por el de la salud, tanto física como mental, así como el económico y el social, por 
mencionar algunos, asimismo, ha obligado a las empresas de todos tamaños a tomar medidas de higiene y sanitización 
obligatorias para evitar la propagación del COVID-19 en sus instalaciones.

Esta situación, aunada a otras más que vive México desde hace tiempo, ha hecho más evidente que en algún momento en 
la vida de las organizaciones, se presente el hecho ineludible de la muerte de un trabajador, bien sea por una enfermedad 
que ya se tenía, por algún riesgo de trabajo, por algún accidente personal, o más aún, de manera inesperada, como está 
ocurriendo actualmente, por contagio o por algún hecho de carácter delincuencial, pudiendo suceder dentro o fuera del 
entorno laboral.
El objetivo de este artículo es abordar de manera general las causas más comunes de fallecimiento en la población 
mexicana y, principalmente, proporcionar una guía de las disposiciones contenidas en las diversas Leyes que ayuden 
a los funcionarios de las empresas, a los asesores y a los deudos de los trabajadores, a ubicar con mayor precisión 
las prestaciones laborales que deben de ser reclamadas, ante la inminente ausencia del empleado que fallece o que 
simplemente es declarado como desaparecido.

ESTADÍSTICAS SOBRE LAS PRINCIPALES CAUSAS DE MORTALIDAD EN MÉXICO-
Según estadísticas del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), de las 747,784 muertes registradas 
en 2019, las enfermedades del corazón, la diabetes mellitus y los tumores malignos encabezaron la lista de principales 
causas de deceso en el país (por el ejercicio 2020 aún no se cuenta con este estudio).



88BOLETÍN
TÉCNICO

MORTALIDAD POR COVID 19 EN MÉXICO-
A la lista anterior de las 10 principales causas de deceso en México, debemos de sumar, a partir de 2020, las muertes 
provocadas por el COVID-19, cuyo número de fallecidos hasta el 10 de diciembre de este año asciende a 112,326, lo que 
la posesionaría como la segunda causa de muerte.

Al respecto, vale la pena citar de manera breve un par de artículos, el primero de ellos referente a la proyección del número 
de muertes por COVID en México y el segundo al Ranking de Resiliencia COVID, ambos según organismos internacionales: 

Instituto de Métricas y Evaluaciones de Salud (IHME, por sus siglas en inglés), de la Universidad de Washington-

Según artículo publicado en INFOBAE el pasado 25 de septiembre, la proyección realizada por este Instituto, el cual 
disminuyó su predicción respecto a las muertes que habrá en México por esta enfermedad, detalló que el país alcanzaría 
las 125,157 muertes a causa del coronavirus para el primer día del 2021. Esta cifra representa una disminución de la 
proyección que el mismo organismo realizó el 3 de septiembre, cuando mencionó que para esa fecha, el país llegaría a las 
138,828 muertes.

Ranking de Resiliencia COVID elaborado por la agencia de noticias Bloomberg-
A fines de noviembre se publicó el Ranking de Resiliencia COVID elaborado por la agencia de noticias Bloomberg, el cual 
analiza 53 países y sus resultados en términos de salud pública y consecuencias económico-sociales. México ocupa la 
última posición de los 53 países estudiados, con un nivel de resiliencia de apenas 37.6 puntos en una escala que va del 1 
al 100.

El ranking indica también, entre diversos aspectos, que: a) México tiene bajos resultados en términos de detección y 
tratamiento del virus, b) ocupa el primer lugar en la tasa de mortalidad: 8.6% de los pacientes que contraen el virus fallecen 
a causa del mismo, y c) el total de decesos por millón de habitantes es de 782.

PERSONAS DESAPARECIDAS EN MEXICO-
Un tema muy sensible que no necesariamente se relaciona con enfermedad, pero que implica la ausencia física de las 
personas, que puede ser inclusive definitiva, es el alto número de desaparecidos en nuestro país. 

Según informe más reciente sobre búsqueda e Identificación de Personas Desaparecidas presentado por Alejandro 
Encinas, subsecretario de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, desde 1964 hasta el corte de septiembre 
de 2020 se reportan en México 77,171 personas desaparecidas, con 90% de ellas posiblemente relacionadas con el crimen 
organizado. El documento también destaca que 2019 ha sido el año con el mayor número de desaparecidos desde 1964, al 
registrar 8,345 casos. Mientras que en lo que va de la administración del presidente Andrés Manuel López Obrador, 13,821 
personas (18%)  han desaparecido. 
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DIVERSAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE PRESTACIONES A BENEFICIARIOS POR FALLECIMIENTO O 
AUSENCIA
Como es de observarse, y ya se comentó, al momento del fallecimiento de un trabajador,   se trate de él o ella, los 
deudos se ven enfrentados en primera instancia a pasar por un proceso sumamente difícil de vivir la pérdida de un ser 
querido, y posteriormente a llevar a cabo toda una serie de trámites personales, legales y laborales, en muchas ocasiones 
desconocidos, incluyendo el proceso de reclamo de prestaciones a las que tienen derecho en su calidad de beneficiarios 
del fallecido o desaparecido.

En los párrafos siguientes se presentan de forma muy resumida, diversas disposiciones en materia de prestaciones y 
requisitos para poder acceder a ellas, para los beneficiarios de los trabajadores fallecidos, considerando que el fallecimiento 
es por enfermedad y el trabajador se encuentra asegurado en el Régimen Obligatorio o bien se encuentra desaparecido. 

LEY DEL SEGURO SOCIAL (LSS)
Ayuda para gastos funerarios-
De acuerdo al Artículo 104 de la LSS, cuando fallezca un pensionado o un asegurado que tenga reconocidas cuando 
menos doce cotizaciones semanales en los nueve meses anteriores al fallecimiento, el Instituto pagará una ayuda 
por este concepto consistente en dos meses del salario mínimo general que rija en el Distrito Federal en la fecha del 
fallecimiento.

Prestaciones a beneficiarios-
Asimismo, el Artículo 127 de dicha  Ley (Del ramo de Vida) establece que cuando ocurra la muerte del asegurado o del 
pensionado por invalidez, se otorgará a sus beneficiarios las siguientes prestaciones:

I. Pensión de viudez (equivalente al 90%)
II. Pensión de orfandad (equivalente al 20%); 
III. Pensión a ascendientes (equivalente al 20%)
IV. Ayuda asistencial a la pensionada por viudez, en los casos en que lo requiera, de acuerdo 
con el dictamen médico que al efecto se formule, y 
V. Asistencia médica, en los términos del capítulo IV (Del Seguro de Enfermedades y Maternidad) 
de este Título (Del Régimen Obligatorio).

Los requisitos para tener derecho a los beneficios anteriores son (Art. 128):

I.	 Que el asegurado al fallecer hubiese tenido reconocido el pago al Instituto de un mínimo de 
ciento cincuenta cotizaciones semanales, o bien que se encontrara disfrutando de una 
pensión de invalidez, y 
II.	Que la muerte del asegurado o pensionado por invalidez no se deba a un riesgo de trabajo.

Beneficiarios ante el IMSS:
En términos generales, la Ley del Seguro Social señala en los siguientes artículos quiénes son los beneficiarios:

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez……….
Artículo 134. Tendrán derecho a recibir pensión de orfandad 
Artículo 137. Si no existieran viuda, viudo, huérfanos ni concubina o concubinario con derecho 
a pensión, ésta se otorgará a cada uno de los ascendientes ………
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LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO (LISSSTE)
El Artículo 129 de esta Ley señala que la muerte del trabajador por causas ajenas al servicio, cualquiera que sea su edad, 
y siempre que hubiera cotizado al Instituto por tres  años o más, dará origen a las Pensiones de viudez, concubinato, 
orfandad o ascendencia.

Beneficiarios ante el ISSSTE:
De igual forma, el Artículo 131 indica el orden en que los familiares derechohabientes podrán gozar de las pensiones:

I.	 El cónyuge supérstite solo sino hay hijos o en concurrencia con éstos si los hay y son menores 
de 18 años o que no sean menores y estén incapacitados o imposibilitados parcial o totalmente 
para trabajar.
II.	A falta de cónyuge, la concubina o concubinario solo o en concurrencia con los hijos….. 
(cumpliendo los requisitos mencionados en la misma fracción)
III.	A falta de los anteriores, la pensión se entregará a la madre o padre conjunta o separadamente.
IV.	La cantidad total a que tengan derecho los deudos señalados en cada uno de las fracciones, 
se dividirá por partes iguales entre ellos.
V.	Los hijos adoptivos sólo tendrán derecho a la pensión por orfandad, cuando la adopción se 
haya hecho por el trabajador o pensionado antes de haber cumplido cincuenta y cinco años de 
edad.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES (INFONAVIT)
Recuperación del Fondo de Ahorro del INFONAVIT-
El fondo de ahorro INFONAVIT está constituido por las aportaciones o depósitos que realiza el patrón cada cierto periodo 
de tiempo. El fondo de ahorro de 1972-1992 no genera rendimientos debido a la legislación vigente en ese momento, a 
diferencia de la subcuenta de vivienda 1992 y 1997.

Devolución a beneficiarios del Fondo de Ahorro 1972 – 1992
En caso de ser beneficiario (único o múltiple) de un trabajador fallecido, y éste cuente con saldo en el Fondo de Ahorro 
72-92, podrán ingresar en el Portal del INFONAVIT al servicio de Devolución del Fondo de Ahorro y seguir las indicaciones.
Devolución a beneficiarios de la Subcuenta de Vivienda 1992 y 1997

Si ya es un beneficiario reconocido ante el IMSS, no requiere la designación de beneficiarios emitido por la Junta Federal 
de Conciliación y Arbitraje, hay que ingresar al servicio de Devolución del saldo de la Subcuenta de Vivienda y seguir las 
indicaciones.

En caso de no ser beneficiario legal (cónyuge, descendiente, ascendiente o concubina) y, por lo tanto, no contar con 
dictamen de pensión del titular finado(a), es indispensable acreditar esa condición mediante resolución de designación de 
beneficiarios emitido por la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje.

Liberación de créditos de INFONAVIT-
De acuerdo al Artículo 51 de esta Ley, los créditos que el Instituto otorgue a los trabajadores estarán cubiertos por un 
seguro para los casos de incapacidad total permanente o de muerte, que libere al trabajador o a sus beneficiarios de 
las obligaciones, gravámenes o limitaciones de dominio a favor del Instituto derivados de esos créditos. 

Para lo anterior, según información publicada en el propio Portal de internet del INFONAVIT,  es necesario tramitar la 
Liberación por autoseguro, mediante el cual los beneficiarios pueden solicitar la liberación de adeudo y la cancelación 
de hipoteca, independientemente de la fecha de otorgamiento del crédito, en caso de invalidez definitiva, incapacidad 
total permanente, incapacidad parcial permanente de 50% o más, o por defunción del acreditado, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 51 de la Ley del INFONAVIT.
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DISPOSICIÓN DE LOS RECURSOS DE LA AFORE:
De acuerdo con el Artículo 74 de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, 
Los trabajadores afiliados tienen derecho a la apertura de su cuenta individual de conformidad con la Ley del Seguro Social, 
en la administradora de su elección……. 

Las cuentas individuales de los trabajadores afiliados se integrarán por las siguientes subcuentas: 
I.	 Retiro, cesantía en edad avanzada y vejez; 
II.	Vivienda; 
III.	Aportaciones Voluntarias, y 
IV.	Aportaciones Complementarias de Retiro

Estas subcuentas se regirán por la presente ley. Asimismo, la subcuenta referida en la fracción 
I se regirá por lo dispuesto en la Ley del Seguro Social y la prevista en la fracción II se 
regirá por lo dispuesto en la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores. 

Asimismo,…………

Como puede apreciarse, el retiro de los recursos de la AFORE por parte de los beneficiarios, en su momento, atenderá 
a lo dispuesto en la LSS y la LINFONAVIT, y de igual forma aplicará para los trabajadores inscritos en el ISSSTE, de 
conformidad con en el Artículo 74-Bis.

De igual modo, la Comisión Nacional de Ahorro para el Retiro (CONSAR), en su página de internet proporciona 
asesoría a los usuarios que se encuentren en este proceso, detallando los requisitos y documentos que requieren 
para llevar a cabo su trámite.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO
Terminación de las relaciones de trabajo-
Al respecto se establece lo siguiente:

Artículo 53.- Son causas de terminación de las relaciones de trabajo: 
I.	 El mutuo consentimiento de las partes; 
II.	La muerte del trabajador; 
III.	……………………..

Beneficiarios en caso de muerte del trabajador-
De acuerdo con el Artículo 501 de esta Ley

Tendrán derecho a recibir indemnización en los casos de muerte o desaparición derivada de un 
acto delincuencial:

I. La viuda o el viudo, los hijos menores de dieciocho años y los mayores de esta edad si tienen 
una incapacidad de cincuenta por ciento o más, así como los hijos de hasta veinticinco años 
que se encuentran estudiando en algún plantel del sistema educativo nacional; en ningún caso 
se efectuará la investigación de dependencia económica, dado que estos reclamantes tienen la 
presunción a su favor de la dependencia económica;
II. Los ascendientes concurrirán con las personas mencionadas en la fracción anterior sin 
necesidad de realizar investigación económica, a menos que se pruebe que no dependían 
económicamente del trabajador;
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III. A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con las personas señaladas en las dos fracciones 
anteriores, la persona con quien el trabajador vivió como si fuera su cónyuge durante los cinco 
años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos, sin necesidad 
de realizar investigación económica, siempre que ambos hubieran permanecido libres de 
matrimonio durante el concubinato;
IV. Las personas que dependían económicamente del trabajador concurrirán con quienes estén 
contemplados en cualquiera de las hipótesis de las fracciones anteriores, debiendo acreditar la 
dependencia económica, y
V. A falta de las personas mencionadas en las fracciones anteriores, el Instituto Mexicano del 
Seguro Social.

Prestaciones a pagar a los beneficiarios-
El patrón debe cubrir al beneficiario(s) el finiquito correspondiente integrado por parte 
proporcionales.
•	 Vacaciones y prima vacacional en caso de haberlas generado y no se le hubieran pagado 

(Art. 79 y 80 LFT);
•	 Aguinaldo en caso haberse generado y no se le hubiera pagado (Art. 87 LFT);
•	 El pago de los salarios devengados y no cubiertos;
•	 El pago de la Prima de Antigüedad (Art. 162 LFT);
•	 Además de las prestaciones extraordinarias en caso de que se cuente con Contrato Colectivo 

en la empresa, tales como Fondo de Ahorro, Seguro de Vida, Estímulos de puntualidad y 
Asistencia, etc;

Para el pago de dichas prestaciones de conformidad con el Art. 516 de la LFT, los beneficiarios 
contaran con el término de 1 año a partir de la fecha en que falleció el trabajador para poderlas 
reclamar.

LEY FEDERAL DE DECLARACION ESPECIAL DE AUSENCIA PARA PERSONAS DESAPARECIDAS (LFDEAPD)
Con fecha 22 de junio de 2018 se emite el Decreto por el que se expide la Ley Federal de Declaración Especial de Ausencia 
para Personas Desaparecidas, por consecuencia, se reforman diversas disposiciones de la LFT, de la LFTSE, de la 
LSS, de la LISSSTE, de la LGTOC, entre otras, protegiendo los derechos laborales del trabajador y de su familia.

¿Quiénes pueden solicitar la declaración especial de ausencia?
I. Los Familiares; 
II. La persona que tenga una relación sentimental afectiva inmediata y cotidiana con la Persona Desaparecida, en 
términos de la legislación civil aplicable;
III. Las personas que funjan como representantes legales de los Familiares;
IV. El Ministerio Público a solicitud de los Familiares, y
V. El Asesor Jurídico, quien, además, dará seguimiento al juicio civil y al cumplimiento de la resolución.

Pueden solicitar la declaración después de 3 meses de que hayan hecho la denuncia de desaparición o la presentación de 
queja ante la CNDH.

No obstante, y de acuerdo a un artículo publicado en agosto de 2020 por El Economista, intitulado “Las estructuras estatales 
para buscar a desaparecidos, a medias”, el 16 de abril de 2018 concluyó el tiempo límite para que los estados aprobaran 
sus legislaciones en el marco de esta Ley, y con ello se crearan comisiones de búsqueda y fiscalías especializadas locales 
en materia de desaparición forzada de personas.
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Hasta esa fecha únicamente 11 entidades habían aprobado por completo la ley a nivel local Baja California Sur, Sinaloa, 
Coahuila, Zacatecas, Aguascalientes, Guanajuato, Veracruz, Estado de México, Ciudad de México, Oaxaca y Tabasco.

APOYO PARA GASTOS FUNERARIOS A FAMILIARES DE PERSONAS FALLECIDAS POR LA ENFERMEDAD 
COVID-19
Con motivo de la actual pandemia por COVID-19 por la que atraviesa el país, el pasado 24 de noviembre del año en curso 
(2020), el Gobierno Federal dio a conocer el Apoyo para gastos funerarios a familiares de personas fallecidas por 
la enfermedad COVID-19, mismo que será entregado a través del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia (SNDIF), cuyo propósito es contribuir con los familiares de personas fallecidas por dicha enfermedad con los 
gastos de servicios funerarios.

El monto del apoyo es de $11,460.00 y el plazo para solicitar dicho apoyo es de un año a partir de la fecha de defunción.
Para solicitar este apoyo, es necesario registrarse en el siguiente sitio:

https://www.deudoscovid.gob.mx

Una vez hecho el registro, se debe dar seguimiento al status del trámite en la misma página.

CANCELACION DEL RFC DEL TRABAJADOR ANTE EL SAT:
El artículo 29 del RCFF contempla los avisos que pueden ser presentados ante el RFC, entre los cuales la defunción está 
entre los cinco motivos de cancelación del RFC.

En el caso específico de la cancelación por defunción, dicho trámite es presentado de forma presencial en la oficinas del 
SAT y puede comparecer cualquier familiar de la persona fallecida o un interesado, dentro del mes siguiente al deceso del 
contribuyente.

Se debe emplear la forma oficial RX “Formato de Avisos de Liquidación, Fusión, Escisión y Cancelación al Registro Federal 
de Contribuyentes”, el cual se debe acompañar con el acta de defunción expedida por el registro civil e identificación oficial 
vigente del tercero interesado.

De conformidad con la regla 2.5.4 de la RMISC 2020 la autoridad fiscal podrá realizar la cancelación en el RFC por 
defunción sin necesidad de la entrega del aviso, siempre y cuando la información proporcionada por diversas autoridades 
o de terceros demuestre el fallecimiento del contribuyente y este se encuentre activo en el RFC con cualquiera de las 
siguientes características:

•	 sin obligaciones fiscales
•	 inscrito en el régimen de sueldos y salarios
•	 inscrito en el Régimen de Incorporación Fiscal
•	 inscrito por ingresos derivados de intereses
•	 inscrito por ingresos derivados por dividendos, o
•	 exista un aviso de suspensión de actividades previo, con independencia del régimen fiscal en que hubiese tributado

-----------------------------------------

Sin duda el contenido de este artículo se queda corto en muchos aspectos, los que requieren ser revisados con mayor 
profundidad a fin de orientar adecuadamente a los deudos, beneficiarios de trabajadores fallecidos, cuya tarea queda a 
cargo de las propias empresas en las que laboran, de los asesores de las mismas, y de todas aquellas personas que, como 
muchos de nosotros, sin ser expertos, debemos de asumir el compromiso moral y ético de guiar profesionalmente a quien 
requiere ayuda en momentos complicados en los que enfrentan la ausencia temporal o definitiva  de un ser querido. 
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Especial

El protocolo de familia 
es la medicina para 

enfermedades 
predecibles en la 
empresa familiar 

Cada familia tiene que definir cuál son sus enfermedades 
y  recetar medicina preventiva para prevenirla y en su 

caso curarla con los menos efectos colaterales. 
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La finalidad de un protocolo familiar es componer un proyecto familia-empresa que motive a la familia, creando un 
espíritu de unidad y compromiso.

El protocolo familiar es un documento que recoge los acuerdos de una familia empresarial. Su objetivo principal es definir 
las bases, normas y reglamentos que regulan todos aquellos aspectos en donde se relacionan la familia y la empresa. El 
propósito es que, dejando las reglas claras, se evitará conflictos futuros entre los participantes. “Más vale prevenir que 
curar”. Refrán popular

La primera generación crea la empresa, la segunda la expande, y la tercera despilfarra y la cierra. Leyendas urbanas como 
ésta, referidas a la supervivencia de la empresa familiar, lamentablemente describen con mucha precisión el triste final de 
muchas empresas familiares. 

De acuerdo con datos de la Secretaría de Economía, en México solo tres de cada diez empresas familiares sobreviven a 
la primera generación. 

Las causas del fracaso de empresas familiares en todo el mundo son en gran medida (60%) las relaciones familiares no 
equilibradas en la empresa de acuerdo con datos del Centre de Services aux Enterprises (CSE) de Canadá. 

No sólo un escaso compromiso de las futuras generaciones con el proyecto inicial del fundador o una política de distribución 
de dividendos demasiado generosa pueden poner en grave riesgo la supervivencia de la empresa familiar. A estas 
situaciones propias de las empresas familiares, debemos sumar circunstancias tales como la confusión del patrimonio 
personal con el empresarial, una mala o inexistente administración, la falta de un control interno que minimice los riesgos, 
carencia de planificación financiera y fiscal, luchas entre hermanos por la sucesión en la alta dirección o presidencia del 
consejo de la empresa (ver serie Club de Cuervos de Netflix) y una larga lista de puntos. 

Una de las herramientas jurídicas más eficaces de los que dispone la empresa familiar para prevenir las enfermedades 
anteriormente citadas es el Protocolo de Familia, como bien lo dice el proverbio chino ―Excava un pozo antes de que 
tengas sed‖. 

¿Qué es un protocolo de familia? 
El protocolo familiar tiene como principal objetivo ―Regular las relaciones entre los miembros de la familia y la empresa 
familiar, con el propósito de garantizar, en el largo plazo, el bienestar de la familia y del negocio‖ (Dr. Juan Manuel Prieto, 
2007).

El protocolo familiar es un documento suscrito por todos los socios actuales y futuros de la empresa familiar, para regular 
con claridad y precisión las relaciones entre familia y empresa. Se trata de una garantía básica, especialmente útil si se 
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elabora antes de que se produzcan cambios generacionales en la empresa familiar. El protocolo familiar también sirve 
como equilibrio entre las cuestiones familiares y empresariales. 

Es un compromiso redactado por los miembros de la familia, con el fin de poder alcanzar y asegurar a través de la actual y 
futuras generaciones el parámetro de éxito de la familia empresaria: Rentabilidad + Armonía Familiar.

Es el instrumento que ayudará a la familia a transformarse en una familia empresaria, unida por un futuro en común.

En concreto, un protocolo de empresa familiar debería tratar al menos las siguientes cuestiones: 
•	 Antecedentes, principios y valores de la empresa familiar. 
•	 Derechos y obligaciones de los miembros de la familia. 
•	 Condiciones para la incorporación de miembros de la familia a la empresa, así como sus condiciones de retribución y 

de cese o despido. 
•	 Órganos de gobierno de la empresa familiar (Consejo de Familia, Consejos de Administración, Comités y Director 

General, etc.). 
•	 Régimen de transmisión de acciones/participaciones, así como criterios de valoración de las mismas para el caso de 

que alguno de los socios pretenda transmitirlas. 
•	 Criterios de selección del sucesor/es en la alta dirección o consejo de administración de la empresa. 
•	 Previsiones respecto a la eventual entrada de terceros en el capital social de la empresa familiar. 
•	 Cláusulas de garantía de cumplimiento del Protocolo. 
•	 Cláusulas de revisión y actualización del propio Protocolo. 
•	 Pactos de caballeros‖, cláusulas que de incumplirse no hay pena legal, sino moral y principalmente se lleva a cabo por 

la familia empresaria. 
•	 Sanciones por incumplimiento de las normas establecidas dentro del Protocolo. 

¿Qué eficacia tiene el Protocolo de Familia frente a los problemas a los que se enfrenta la Empresa Familiar? 
El Protocolo es ante todo, un medio de prevención de conflictos entre socios o familiares, una forma de que todos sepan 
cuáles son las ―reglas del juego, y que puede ayudar a evitar expectativas erróneas de los actuales y potenciales socios. 
Por otra parte, en tanto contrato privado que es, resulta de obligado cumplimiento para las partes contratantes, y puede 
dotarse al mismo de garantías adicionales tales como la prenda de acciones/participaciones o determinadas cláusulas 
penales. 

La eficacia de un Protocolo Familiar dependerá del compromiso de los miembros de la familia por cumplirlo, es por eso 
que todos los miembros deben de participar en su elaboración. Cada Protocolo debe de estar adaptado específicamente 
para una empresa en particular, es decir, no se puede copiar un Protocolo de una empresa e implementarlo en otra porque 
simplemente no funcionaría. 

¿Cuáles son las claves para que el Protocolo sea realmente útil y eficaz en aras a prever futuros conflictos familiares 
y societarios? 
El protocolo debe realizarse cuando las relaciones entre familiares y empresa todavía son fluidas, esto es, antes de que 
surjan los posibles conflictos que el Protocolo pretende resolver. 

La realización del protocolo no puede ni debe ser acometida exclusivamente por los miembros de la familia que ostentan 
el poder de la compañía, sino que ha de ser el resultado de un meditado consenso entre todos los socios actuales y 
futuros de la empresa familiar. Se trata de que todos los socios presentes y futuros se sientan vinculados con el Protocolo 
moralmente, más allá de un punto de vista estrictamente jurídico. 
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Es más que recomendable contar con la intervención de un profesional tanto en la fase  de preparación como en la de 
redacción del protocolo. Recomendación esencial no sólo por el alto grado de especialización que requiere la redacción 
de un protocolo de familia personalizado para la compañía en cuestión, sino por la perspectiva imparcial y objetiva que el 
profesional puede ofrecer a los firmantes del protocolo.

El protocolo familiar se puede ir actualizando conforme cambien las situaciones dentro de la empresa para ajustarse a 
las necesidades de esta. Tener un protocolo de familia establecido puede ser determinante en la supervivencia de una 
empresa familiar, por eso es recomendable que cada una cuente con un Protocolo para poder solucionar los problemas 
que se presenten y más importante aún, para evitarlos. La elaboración de un Protocolo de Familia contribuye a la 
institucionalización de la empresa, se pronostica que la esperanza de vida promedio de una empresa familiar es de 25 
años, mientras que las que llevan una gestión institucionalizada alcanzan un promedio de vida de 50 años. 

Una vez redactado el documento que regulará las relaciones entre la empresa y la familia el proceso no culmina, comienza.

La experiencia nos dice que los más difícil es la implantación, hay que generar nuevos hábitos de comportamiento, respetar 
nuevas, que nos hacen democratizar la información, por lo tanto, el poder, esto genera algunas resistencias.

Los familiares deben obligarse a cumplirlo y ayudarse a respetarlo, es la única manera de gestionar a la familia empresaria 
para que disfrute de ese valioso tesoro escondido en su estructura y lo vayan legando de generación en generación.  “Sé 
agradecido por lo que tienes pues acabarás teniendo mucho más. Si te concentras en lo que no tienes, nunca tendrás 
suficiente.” Oprah Winfrey




